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Dice Pillet, que "la validez de un aCto jurídico es la condición indis-
pensable para el establecimiento de toda comunidad jurídica fundada en la
aplicación armónica de las diversas leyes positivas. Basta que un acto sea
internacionalmente válido para que produzca sus efectos en todo lugar; hay
ecuación exacta entre estas dos proposiciones, y fuera de tal ecuación, no
puede existir ningúnderecho internacional privado”.1 Siendo el fin de la regla
laca: regi: adam asegurar la validez de la forma de los actos en el orden in-
ternacional, la sola exposición de aquel enunciado de Pillet, cuya exactitud
casi matemática evita el comentario, revela de manera inconcusa el valor de
nuestra máxima, en el campo de aquella disciplina. La'clave de su rápida
aceptación,mediante la cual ha contribuido en el correr de los años a dismi-
nuir los rozamientos inevitables entre regímeneslegislativos demasiados rígidos
y cerrados a cualquier acercamiento por ciego respeto de las soberanias nos
será dada por m fundamento racionaL
Sin desconocer su grande inﬂuencia en la adopciónde ésta y de muchas
otras intervenciones, no es únicamente la necesidad, como quería Juan Voét,
la que deroga en obsequio al valor internacional de la máxima, el .rammrm im
de la soberanía territorial. Hay interés en destacar su fundamento científico;
aparte de la exigencia metodológicaque aconseja investigar y conocer la causa
o razón de la insrituciones para su mejor aplicaciónprácrica,conforme a los
fines perseguidos en su evolución progresiva, en este caso particular se une
a ello la resolución de un problema interesante planteado desde antiguo: ¿La
regla locus regit actum es obligatoria o famltativa? De otro modo: ¿mando
una persona celebra o realiza un acto jurídico fuera de su patria, usará las
formas extrínsecas consagradas por la ley local, o podrá,si lo prefiere o le es
materialmente posible, emplear las formas exigidas por su ley personal sea de
la nacionalidad o del domicilio? La respuesta depende del fundamento racional
1 puxa, op dx. 'r. n, p. 297.
de la máxima. Será negativa y, por consiguiente, obligatoria ésta para los au-
tores que la hacen derivar de la sumisión temporaria del aubana a la soberanía
del esrado sobre el territorio en el cual se encuentra, o para aquellos que asig-
nan a las leyes sobre la forma de los actos el carácrer de leyes de orden público;
en cambio, para los que la hacen reposar en motivos de utilidad, de necesidad,
o en la sumisión voluntaria del individuo a 1a ley del pais donde se halla, la
máxima será facultativa.
Trataré de sintetizar las orientaciones de la doctrina. A fín de ordenar la
exposiciónme permito usar, apoyándomeen la autoridad de Laurent, la más
simple de las clasificaciones posibles, es decir, aquella que agrupa las opinio-
nes de los autores en malas,_equivocadas y buenas, recordando también al
grupo que se limita a constatar la existencia de la regla sin ensayar una jus-
tificación. Disintiendo en el orden de enunciación con el ilustre neo-estatutario
comenzará por las primeras a fin de llegar a las mejores por eliminación.
a) Partiendo de su concepto del objeto del. derecho internacional' privado,
Pablo Voét, Huber, Hertius, en el siglo XVII, y Story, Merlin y Massé, en el
XIX, conexionan la máxima a una idea de sumisión voluntaria y mommánea
del extranjero a la ley del lugar de celebración del acto.
Story, el más representativo del grupo por la grande autoridad que su
obra, influenciada de la de Pablo VoEt, ejerció en el derecho anglo-americano,
expone así su criterio: "El fundamento es, que toda persona que contrata en
un país, se entiende que se somete a la ley del lugar, y pr'esra en silencio su
asentimiento a su acción sobre el contrato, Acaso seria más correcto decir que
la ley del lugar del contrato, obra sobre él, independientemente de la voluntad
de las partes, en virtud de la soberanía general que posee cada nación para
reglar a todas las personas, propiedades y transacciones dentro de su territorio.
Y al admitir que la ley de un país extranjero rija con respecto a los contratos
hechos en él. toda nación reconoce meramente, por un principio de cortesía,
que existe en otras naciones, al mismo derecho que pide y ejercita para sí" (2)
Hertius concreta aún más, al decir: "El extranjero deviene, en cuanto a
rm actor, sujeto temporario del estado en el cual obra, quedando sometido,
sin embargo, en cuanto a su persona, a las leyes de su país".Grocio, Massé (3)
y aún Merlín, aunque éste sustenta al mismo tiempo otra razón mejor, siguen
la tendencia anterior y prueban, en el sentir de laurent, como una opinión
a veces falsa se trasmite de un autor a orro y, a fuerza de ser repetida, llega
a convertirse en un axioma.
.3!
1.a regla loca: regit actum dista mucho de estar fundada en una sumisión
voluntaria de las partes a la soberanía del país donde obran; esa seria una
razón capaz de validar el aao dentro de sus limites territoriales, pero no justi-
3 Story. — Comentario sobre el conflicto lo la layer, s 261.
3 Massé. —- 14 droit commercial, T. I, p. 471 N° 571t
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ficaría su reconocimiento fuera de ella; y justamente uno de sus caracteres
más importantes es la extraterritorialidad, en cuya virtud el aCto realizado con-
forme a la lex loci es plenamente válidoen todas partes y en especial en los
países a los cuales pertenece el autor por su ley personal.
b) La teoría de Merlín tiene sus puntos de contacto con el grupo ante-
rior, pero merece, además, un lugar aparte por aducir razones que le son
propias y que llamaría oportunismS. Dice Merlin (‘): "no es por un simple
m0tivo de conveniencia que se ha dado, con relación a la forma probante
de los actos, la preferencia a la ley del lugar de_celebración sobre todas las
ouas, los verdaderos principios solos, han determinado esta elección. En efec-
to, los actos reciben el seren el lugar en que son celebrados, es la ley
de ese lugar la que les da vida, es ella, en consecuencia, la que debe
afectarlos, modiﬁcarlos y reglamentar la forma. Desde luego, cada país
tiene sus leyes para la forma probante de los actos, estas leyes están to-
das fundadas sobre morivos diferentes, Aquí la prueba testimonial es
admitida indistintamente porque el legislador ha presumido .rnucho de
la veracidad de sus sujetos; allá, ella es restringida dentro de ciertos
límites porque la experiencia ha probado que los habitantes se apartan a
menudo de la verdad; en otro país ella está casi reducida a nada porque se
ha apreciado que la buena fe eta todavía más rara. Así todo depende en esta
maten}: de la opinión que el legislador ba tenido de mr rábditor y, por» con-
n'gm'ente, las leyes relativas" a la forma probante de los actor, emi» fundadas
sobre razones puramente locales y particulares a cada territorio. Sólo la ley
del lugar de celebración es capaz de ateStiguar la verdad; las del do-
micilio de las partes o de la situación de los bienes no tienen ese poder porque
las razones que han determinado sus disposiciones, son todas diferentes de
aquellas que han dictado las formalidades prescriptas en el lugar del contrato.
Además ¿una ley no manda soberanamente en toda la extensión de su juris-
dicción?"
La teoría de Merlín es incompleta y podrían dispensárselelas mismas
críticas que a la anterior, dentro de la cual se coloca por el carácter de la
pregunta con que cierra sus argumentación.Dejando de lado la justificación
de la regla lacra regi: actuan por las ventajas de la ley del lugar del naci-
miento del acto, ya esbozada anteriormente por Boullenois, tiene el mérito
de haber demoscrado por primera vez la íntima relación existente entre la
moral de un pais en un momento determinado de su evolución y la forma
de los actos en el mismo. Laurent y Weiss, cuyas teorías son más complejas,
apoyan un aspecto de ellas en este criterio de Merlín; por eso he creído con-
veniente dedicarle alguna extensión.
c) Laurent (5), con muy buen tino, se pregunta si el principio locas
4 Merlín. — Repertoira. palabra "preuve", sec. II, S III, Art. l, N° 3 del
T. Xlll. .
5 Laurent, op. cit, T. ll, p. 424.
ngit «¡una no tiene Otro fundamento que la necesidad, pues, de ser así,
cesando ésta cesarla aquél también. Por el contrario, lo cree conforme a la.
razón, y, para demostrarlo, pone de manifiesto el fin de las formas llamadas
extrlnsecas cuyo objeto es, según él, garantir la libre expresiónde la voluntad
de las partes celebrantes, poniéndolasal abrigo de toda inﬂuencia ilegítima
y de todo fraude. Al legislador de cada pais le está encomendada la regla-
mentación de las formas más propias para alcanzar ese fin; todo depende del
estado moral de la nación, por eso las medidas de desconfianza necesarias
en una pueden no serlo en otra. Se apoya, según se ve, en parte de la teoría
de Merlín y aún reproduce el texto del Repertorio, ya citado, para reconocer
que “cuando las formas locales han sido observadas se debe presumir que el
acto es la libre expresión de la voluntad de los contratantes, y, en consecuen-
dadebehacerfeentodaspartes.Si,porelcontr-ario,elactonohasido
hecho con esas formas, no podrá ser considerado la expresión de la voluntad
de las partes y no podrá hacer fe en ningún sitio". Tal es, para Ianrent, el
fundamento de nuestra No es del. todo aceptable; podrian reprodu-
cirse las observaciones sugeridas por la teoría de Merlín y aún criticárseles
el haber erigido en fundamento, una presunción.Sin embargo, aún cuando
declara el p:incipio imperativo, tiene el mérito de haber inaugurado el mé-
todo de las razones múltiples,
d) Para Hauss (Droit pn'aé de: étranger: en Belgique), según se des-
prende del comentario de Edmond Picard, está fundada en la imposilidad
o dificultad que hay, especialmente con respecto a los actos auténticos, de
seguir otras formas que aquellas organizadas en el país en que la persona se
encuentra.
Es una explicaciónde orden prácricoe incompleta por abarcar un sólo
aspecto del problema.
e) Picard la califica de una cometión recíprocade lo: puebla: y la apa-
ya en la utilidad común. Una concesión,—dice—porque, en efecto, conforme
a la lógica de las cosas, la regla primitiva eta que la forma y el fondo del
acto se acordaran y siguieran el mlismo régimen y si se ha admitido la má-
xima ¡ocur regit amm, que significa una excepcióna los principios del
derecho internacional privado, se ha hecho respondiendo únicamente a ra-
zones prácticas.(°)
Es, como la anterior, una explicaciónde su adopción,pero disra de cons-
tituir una razón científica.
f) No hallando un principio racional para cimentarla Bar le ha negado
fundamento jurídico, atribuyendole por base principal, d comme
unánime y tradicional de la: nacioner. Este criterio tan original, que consiste
° V. Journal Jn Jr. int. pn'ví, p. 461 y 3., 1881-
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simplemente en constatar el hecho de la admisión de la regla sin decir el
por qué, es rechme por Laurent y Weiss. Ambos están contestes en reco-
nocer que si ese acuerdo secular no respondiera a una necesidad, si no se
conforman a la razón carecería de poder bastante para crear un derecho.
Agrega Laurent, "si el derecho de gentes no se compusiera más que de re-
glas aceptadas por todas las naciones, sin tener asidero en la razón, no mere-
cería el nombre de ciencia. Nuestra disciplina es racional y dejaría de serlo
s'i sólo reposara sobre hechos. Cuando una regla es recibida por todas las
naciones, debe suponerse que tiene, por lo menos, una razón de ser; la utili-
dad sola no es un principio". (7)
'
"
g) Pillet (3), en cambio, para exponer sus puntos de vista, se apoya
en la autoridad de Bar, qulien, ya hémoslo visto, considera a la máxima sim-
plemente como una costumbre general aceptada (Tbeon'e ¡md Praxis da: ¿n
tmiomlem Privmnbn, T, I, p. 9, 387 y s.). Para Pillet, todas las expli-
caciones dadas hasta ahora son igualmente insuficientes y aunque la suya pue-
da parecer terneraria. reﬂexionando un poco, se la encuentra bastante plausible.
“El derecho positivo —dice-— viene a llenar las lagunas inevitables que deja
toda teoría de derecho internacional privado. Su intervención es necesaria;
querer privarse de él y buscar en la ciencia misma solución a las dificultades
que quedan fuera de sus principios ordinarios, es abrir la vía a controver-
sias infinitas y, para quien ve claro, resignarse por adelantado a elegir entre
muchos errores”. Hay casos en que los principios del derecho internacional
privado pueden recibir aplicación,pero en que un principio de pura crea-
ción artificial sería de un uso más cómodo y favorecería mucho más la ex-
tensión de las relaciones internacionales. En esra hipótesis,es legítimo susti-
tuir a la autoridad natural de la doctrina, la autoridad artificial de las reglas
creadas con un fin de utilidad y de comodidad. L1 regla loca: regir actm
es la expresiónmás neta y completa de la reacción del derecho positivo so-
bre la teoría. Ningún principio es menos contestado que éste, y, sin embargo,
mirando de cerca no se ve otra razón para su adopciónque motivos de co-
modidad. Sin duda es muy út‘il al comercio internacional que cada uno esté
seguro de hacer un acto también internacional válido en la forma debida,
con la sola condición de obedecer a la ley del pais en que se encuentra; pero
¿del punto de vista del análisis se justifica esa regla? Es difícil afirmarlo.
Para hacer entrar en el cuadro de un sisrema la célebre máxima, seria menes-
ter remontarse hasta la doctrina, según lo cual los derechos serán naturalmente
sometidos a la ley del lugar en que han tomado nacimiento. Es infinitamente
más simple y, creemos nosotros, más justo, reconocer que la regla "loca: regir
damn" no e: ¿edu-ida de ninguna teoría científica,sino que e: una excepción
.mgen'da por la práctica,adoptada por el derecho positivo y recomendada sin
cam por grande; razonar de utilidad".
7 0p. al. T. II, p. 426.
3 Jamal ¿a Jr. int. priqu p- 5 y si., 1891.
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En Otro articulo publicado en el Joumal Clmt (9), el autor persiste,
y aún redondea la opinión expuesra en éste. Siguiendo el hilo de su rm
miento en su “Ensayode un sisrema general de solución de los conﬂiCtos de
leyes", donde atiende, sobre todo, al fin social de la ley sometida a discusión1
piensa que "no sirve para nada querer justificar todo, si5tematizar todo, re-
ducir todo a principios generales, que serian universales e infalibles, Las
condiciones mismas en que se presenta el problema que el derecho interna-
cional privado debe resolver, hacen de ésre una dencia imperiosa, condenada
a no alcanzar completamente, jamás, la misión juridica que le es encomen-
dada. 1.a exiStencia de la regla loca: regí: action, su incontestable utilidad,
su aplicaciónconstante, son una prueba de la verdad de esa afirmación. "Em
adagio, que considero de para derecho porüivo, Jin ¡"ratificaciónteórica posi-
ble, mejora, ciertamente, y facilta la prácrica de las relaciones internacionales;
obra mejor en su dominio que lo que lo .haría la aplicaciónrigurosa de los
principios".
"Nos parece verdad —sigo copiando del Jamal Chum- que su éxito
es debido a que él ha suprimido en parte las difiaﬂtades engendradas por
el carácrer indeciso de las leyes de esta especie, carácter existente, tanto con
respecto a la teoría de los estatutos como con respecto a las teorias más mo-
dernas. Sa gran comodidad ha hecho el resto. la regla nos parece, como ll
hemos dicho y corno piensan muchos maestros (Savigny, traducción Gueh
nox, T. VIH p. 344 y s.; de Bar, citado al comienzo), una feliz reacción del
derecho positivo sobre la doccrina y nada más".
Me he permitido exponer con alguna extensión la teoria de Pillet respec-
to al fundamento de la máxima, o mejor dicho, a su falta de fundamento
racional, por creer que en esta forma, innocua para las doctrinas muy cono-
cidas, tratándose de ensayos tan novedosos como éste, puede oscureoerse y
aún tergiversarse la opinión citada, máxime cuando esa parte —ta.l como
sucede en mi trabajo- es sólo un aspeCto, una de las comprobaciones del
sistema general expuesto por el autor.
h) Un grupo considerable de opinión se inclina a considerar la leyes
¡obre la forma de lo: actos, leyes de orden público.Ello presenta la ventaja
de dar a la regla loca: regit 4am un sólido'fundamenta teórico, aunque, en
verdad, criticable. Sus partidarios ven en esms leyes el exponente de un lazo
íntimo con las costumbres, las instituciones, el grado de civilización del país
para el mal han sido hechas; quieren hacer de su aplicaciónuna verdadera
necesidad social. Buzmtti, su representante más autorizado, halla una esnecha
correspondencia entre las leyes sobre la forma y las condiciones éticas, eco-
nómicas y politicas de cada pueblo; en una palabra con el desarrollo de sucivilización y por eso no hesita en colocarlas entre las de orden público,(1°)
9 Jaume! du dr. int. pro. p. 929 y si., 1895-
10 Buzzatti. — L’marita' delle ¡cgi "Miera relative dk form degli mi ávila.
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No puede negarse la íntima vinculación exisrente entre la necesidad
de las formas y el estado moral e intelectual de cada pueblo. Ya Merlín la
había hecho notar; pero lo que en inadmisible en esta teoría es el carácter
de orden público asignado por aquella causa a las leyes sobre las formas.
Muchas Otras leyes, especialmente las de la capacidad, también responden en
sus cambios a aquellos ﬂactores; también constituyen un exponente del grado
moral y de civilización de cada país y, sin embargo, no se ha pensado en
revestirlas de aquel carácter tan excluáivo, siendo por el contrario, las leyes
personales por excelencia.
Si se piensa que el mismo Buzzatti, al indicar con prolijidad los diver-
sos obietos perseguidos por las leyes sobre las formas de los actos, les reconoce
implícitamente—asignándolesun carácter de utilidad general- fines pro-
tectores de los intereses particulares de las partes, entiendo que su inclusión
entre las leyes de orden públicoparece menos admisible.
Con toda razón dice, Albérico Rolin: "Aún suponiendo que las formas
sean, c‘e orden público,sería menesrer precisar todavía el radio de acción de
ese orden público. . . Para que solamente en nombre de éste, las leyes rela-
tivas a las formas fuesen obligatorias y exclusivamente obligatorias para todos
los que realizan un acto sobre el territorio, sería necesario que ellas fueran de
orden moral o absoluto, como las leyes penales, o, en general, las leyes relati-
vas a las buenas costumbres. ¿Puede sostenerse seriamente ese carácter de las
formas en general, de las formas probantes, por ejemplo, y aún de las solem-
nidades? Lo dudamos. . ." (u)
Todavía puede rechazarse el sistema de Buzzatti y demás partidarios.
por la obligatoriedad de las leyes sobre la forma, consecuencia ¡quefluye.
naturalmente. de esa concepción,y contra la cual se alza en la época contem-
poránea la doctrina más calificada, La exposición de todas las teorías prece-
dentes, nos demueStra que querer en derecho internacional privado explicar
algunas de sus inStituciones —producto de muchas influencias y de largas
evoluciones- por un régimen simplism y unitario, es desconocer la verda-
dera naturaleza de esta disciplina; en cambio, pulsar la realidad, conciliar los
principios teóricos dirigentes y, a veces, absolutos con las atenuaciones suge-
ridas por el empirismo o impuestas por la vida en sociedad, es hacer verda-
dera obra cientifica y creadora.
Paso a exponer los fundamentos múltiples y aceptables de algunos au-
tores.
i) Según André Weiss, la regla se justifica por dos razones: la una
teórica, y de utilidad práctica la otra. “Parece racional, a priori —dice—
declarar válido todo acro con el cual se han satisfecho las condiciones d'e
forma exigidas por la ley local. Las formas exteriores del aCto jurídico ,tiene
1‘ Alberic Rolin. Príncipe: de dr. int. pr» T. I, p. 355-
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por fin proteger a las partes celebrantes, contra todo fraude y toda presión,
Esas formas varian necesariamente con la _situaciónmoral del. pais, con el
carácter de sus habitantes. Tal medida de precaucióno de desconfiann, ab-
solutamente indispensable aquí, será superflua en el eStado vecino. A la ley
territorial sola, pertenece apreciar cuáles son las garantias con las cuales de-
berá rodearse el acto para presumirse su sinceridad. Habiéndose observado
las formas exigidas por ella. la veracidad del acto es probable y se compren-
de que ese título pueda ser invocado en todas partes". (1’)
Hasta aquí, la argumentaciónno innova absolutamente y sólo reproduce
a Merlin, Iaurent y a Buzzatti. Agrega enseguida: "Por otra parte, la regia
loca: regit actm es de una utilidad, podemos decir todavía,de una necesi-
dad práctica incontestable. Es a menudo imposible observar, realinndo un
acto sobre un territorio dado, las condiciones de forma establecidas por la
ley nacional de las partes. A veces las autoridades rehusarán el conCurso re-
clamado por esa última; a veces, no exisrirá, en el lugar donde el acto debe ser
railizado, ningún oficial público con atribuciones análogas a la del oficial
instituido pOr la legislacióndel extranjero. Y, en un caso como en el ocro
la obligación impuesta a la persona de observar, cualquiera que sea el lugar
de su residencia, las condiciones de forma escablecidas en su país para
los actos jurídicos,equivaldríaa una interdicción absoluta. El interés general
de los esrados, basado sobre el desarrollo del comercio internacional, proces-
ta, tanto como el de los particulares, contra un régimen tan tiránico".
La necesidad y la utilidad, con los cuales se autoriza la regla lam ugü
4am y que le sirven de juStificación,existen también, según lo comprueba
a continuación el autor, respecto de los actos bajo forma privada y en los
cuales, para algunos autores, parecerian vacilar las razones que a juicio de
Weiss fundamentan la máxima. Ambos elementos, la necesidad y la utilidad
junto con el fundamento teórico inicial, suministran a nuestra máxima una
respetable base racional.
j) Algunos tratadistas han querido completar la explicaciónde Weiss,
reuniendo en una sola los diversos elementos sugeridos por Otros autores.
Al lado de la elegante sobriedad del profesor de la Universidad de Park,
descuella Bevotte por su anhelo de aunar opiniones. Su teoria, sin embargo,
no carece de exactitud.
"Los sistemas se oponen —dice Bevorre- todos contienen su parte de
verdad y si ninguno la encierra enteramente; todos concurren a revelada y se
completan bastante bien entre ellos hasta formar en su conjunto una noción
mtisfactoria, sino perfeCta". (1‘)
13 Weiss, op. dt. T. Ill, p. 115-
13 Bevote, op. cit., Introducción.
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La utilidad universal (Laurent y Weiss); el consentimiento unánime de
las naciones (Bar), y el principio de la soberanía territorial (Voét, Story,
Merlín y Massé), constituyen —a juicio del autor- simples aspectos par-
ciales del fundamento racional de la regla 'locm regit actuan que, si aislada-
mente no pueden dar la llave de la solución, completándoseofrecen en con-
junto un fundamento perfectamente aceptable.
k) A fin de dar término a esta larga enumeración de opiniones de
autores extranjeros, citaré la de Calandrelli, expuesta al final de una reco-
pilación a grandes rasgos, análoga a la precedente.
"Se ve, pues —dice— que estos singulares fundamentos (los escogidos
aisladamente) no alcanzan a dar suficiente razón del dominio y alcance de la
fórmula que nos ocupa; pero también se ve sin esfuerzo que en el fondo de
la regla loca: regit actuan hay ideas de necesidad, costumbre internacional.
consentimiento general y soberanía territorial, que cancurren a formar el
complejo y sólido fundamento en que se apoya, pudiendo concluirse que, ins-
pirada e impuesta por la necesidad y considerada por las naciones como una
derivación de la soberanía territorial, ha logrado, por virtud de la comunidad
de derecho que a aquellas vincula, la concesión recíprocade su aplicación en
los diversos países".
"La fórmula lacra regir ac'mm tiene un fundamento complejo, en que
desmeilan las necesidades de la vida social y la costumbre internacional. Y
si puede decirse que la regla es una excepción al principio de la personali-
dad en el derecho internacional privado, no lo es respecto del derecho es-
tricro, el cual no puede jamás hallarse en pugna con lasnecesidades de ln
vida humana. Cuando se dice que la regla loca: regit arman consulta las
necesidades de la vida social y la cosrumbre, se suministran elementos sufi-
cientes para dar una base jurídica a la importante regla”K“)
VII. El Código Civil Argentino y la regla “Locus degit actum”
El Código Civil Argentino ha seguido en la manera de adoptar la re-
gla loca; regir actuan, la primer tendencia esbozada anteriormente. Aunque
es verdad que por la deficiencia de los términos usados su alcance sería muy
parcial si posteriormente en otros artículos no lo completara, el principio
en cuestión se halla consagrado en el att. 12: "Las formas y solemnidades de
los contratos y de todo instrumento público, son regidas por las leyes del
pais donde se hubieren otorgado". El artículo 950 del título "De los actos
jurídicos" (1‘), extiende singularmente la aplicaciónde la máxima. Por la
14 Op- cih, T. II, pág. 214.
¡5 Art. 950. — Rupecto a las forms y solemnidades de los actos jurídicos.
¡n validez o nulidad serí juzgada por las leyes y usos del lugar a: que los am se
realimen (Art. 12).
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mplimd 'de sus términos, mucho más generales que los del artículo 12, se-
gún explicarémás adelante, podría decirse.que aquél lo contiene a éste, y
que si alguno de los dos merece el honor de estar en la parte general del
Código, no es ciertamente el que hoy figura alli (art. 12).
Confirman la consagraciónde la máxima loca: vga": “¡una en lo refe-
rente a actos jurídicosy con más razón a los contratos, los articulos 1180,
1181 y 1182 (1‘). Además vuelve a usarse la regla en las formas de prueba
de aquellos acros más impontantes de la vida civil y cuya inejecución en el
momento preciso, falta de validez internacional o dilaciones en m reconoci-
miento, podría traer graves consecuencias para las personas y los eStados, im-
pidiendo los desplazamientos de país a pais, tan corrientes en la época con-
temporáneay tan Favorables al desenvolvimiento espiritual y comercial de
los pueblos. Me refiero a las actas del eStado civil, celebración de matrimo-
nios y ororgamienro de testamentos, la validez de los cuales es regida en
nuestro derecho por la lex loci celebrdionir. Lo demuesrran los arts. 82 y
83 del título "De las pruebas del nacimiento de las personas", no tan cla-
ros como el art. 47 del Código francés y, además, restringidos a la forma
de las actas probatorias del nacimiento de las personas (¡7), a diferencia de
aquel que abarca "todo acto del arado civil de los franceses y de los ex-
tranjeros hechos en país extranjero" (13); el art. 2° de la ley de matrimonio
civil (art. 159 del Código) que adopta, para la valida de dicho acto, la
ley del lugar de celebración,aunque los contrayentes hubiesen dejado su do-
micilio para no sujetarse a las normas y leyes que en él rigen (actor ¡a fru-
dem legir) y siempre que no haya, naturalmente, ninguno de losimpedimen-
tos que afectan el orden público o la moral de nuestro país (art. 9°, inc. 1,
2, 3, 5 y 6 de la misma ley); y las disposiciones concernientes a la forma
de los rescamenros en el orden internacional. En el art. 3635, cuya fuente
es el 999 del Código Napoleón, se concede autorización a los argentinos
para restar en el extranjero conforme a la ley del lugar en que se hallen, y'
en el 3638 se extiende esa disposicióna todos, sean nacionales o extranje-
10 Art. 1182- — Lo dispuesto en cuanto a la forma de los actos jurídicos debe
observarse en los contratos.
17 Art- 79. — El dia del nacimiento, con las circunstanciasdel lugar, sexo;
nombre. apellido, paternidad y maternidad se probará en ln forma siguiente:
Art- 82. — De los nacidos en pais enmiero: por certificados de los registros
consulares, o por los instrumentos hechos en el lugar, según las respectivas leyes. le»
galindos por los agents consulares o diplomáticos de la República.
Art. 8. — De los enmnieros en el pais de su nacionalidad. o en otro pais er.
traniero: por el modo del artículo anterior.
13 Todo acto del estado civil de ¡los franceses y de los. extranieros, hecho a:
país extranjero, hará fe, si ha sido otorgado en ln formas usadas en dicho pais (Art-
47 del Cód. Napoleón).
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ros (1°). Esre articulo es interesante porque es quizás la única vez en que
nuestro Código Civil, apartándosede la ley personal. del domicilio, somete
la validez de un anto jurídico al imperio de la ley nacional de la parte in-
tersada.
En el artículo 973, el Código define su concepto de la forma de los
actos jurídicosdel modo siguiente: "La forma es el conjunto de las prescrip-
ciones de la ley, respecto de las solemnidades que deben observarse al tiempo
de la formación del aCto jurídico"; y, para completar aún más su criterio,
.el codificador agrega: “tales son: la escritura del acto, la presencia de tes-
tigos, que el acto sea hecho por escribano público o por un oficial público,
o con el concurso del juez del lugar”.A juicio de Salvat (3’), esta enume-
ración no debe considerarse limitativa sino meramente enunciativa, y po-
drían agregarse: la lecrura del acta por el oficial público en presencia de las
partes y de los testigos, la transcripciónde ciertos documentos, etc.
De la interpretaciónde los articulos correspondientes se desprende que
nuestro Código admite la división clásica de las formas, en ad rolemm'tatem y
ad pmbationem. Tratándose de las primeras, la validez y la existencia del
acto para el cual son impuestas, dependen de su observancia (forma da: erre
rei). En el orden nacional, los términos perentorios de los articulos 975, 976,
977 y 978 no admiten discusión.-
Ias partes interesadas podrian, en su virtud, escudándose en la inob-
servancia de la forma legal exigida, aún en el supuesto de que la existen-
cia del acto pudiera ser probada de otro modo, considerar el acro inexi5tente
y rehusarse a realizar sus mutuas prestaciones. Ya veremós más adelante
cuál es su valor en el orden internacional, frente a las declaraciones de los
artíailos l, 950 y 973. En cambio, tratándose de actos privados, la forma
no es exigida para la validez, sino únicamente para asegurar la prueba en
caso de posible contestación ulterior.
Las formas ad rolemm'latem tienen su irnperio incontestable en el ré-
gimen de la familia (arts. 14 y 37 de la Ley de matrimonio civil para la
celebración del matrimonio; arts. 318 del Código y 40 de la Ley de ma-
trimonio civil, para el reconocimiento de hijos naturales; arts. 383 y 394,
para cl nombramiento de tutor a los hijos legítimos 0' naturales, hecho por
10 An. 3635. — Cuando un argentino se encuentre en pais extraniero, está
autorizado a tatar en alguna de las formas establecidas por la ley del pais en que
se halle. Ese testamento será siempre válido, aunque el tesrador vuelva a la Repúblia.
y en cualquier época que muera.
Art. 3638. — El testamento del que se ballare «fuera de su pais, sólo tendrá
efecto en la República, si fuese hecho en las formas prescriptas por la ley del
lugar en que reside, o según las formas que se observen en la nación a que per-
tenezca, o según las que esre Código designa como formas legales.
2° R. Salvat, op. :in S 1819-
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los padres; arts. 1223 y 1225, para las convenciones matrimoniales sobre
bienes cuyo valor excede de mil pesos o. cuando se constituyen derechos so-
bre inmnebles); y en el de la sucesión (art. 3622 y s. sobre la forma de los
teStamentos, apertura, etc. ). En el derecho de los bienes las formas solem-
nes son exigidas con menos frecuencia (art. 838, sobre uansaociones de de.
recbos lirigiosos; arts. 1810, 1811, 1812, 1813 y 1í14, referentes a las dona-
ciones; art. 2071, sobre contrato oneroso de renta viralicia; att. 1455, sobre
cesión de acciones lirigiosas, etc.).
Las formas ad probatíonem,por el contrario, predominan en el derecho de
los bienes (compra-venta de inmuebles, art. 1184 e incisos, etc.). La inob-
servancia de estas formas no afecra íntegramentela validez_del acto.
Junto a esta división bipartita de los acros, en solemnes y privados por
las formas de que están revestidos, hay una categoría especial conStituida
por los actos auténticos; dentro de ¿sms el instrumento público ocupa lugar
preferente. Inscrumenro público es la prueba escrita que constata la celebra-
ción de un acto jurídicoy por la intervención de un oficial públicodebida-
mente autorimdo, tiene dos efecros: fecha cierta y autenticidad. Puede cons-
tatar situaciones de estado y de familia, como son las accas extraídas de los
asientos del registro civil sobre nacimientos, matrimonios y defunciones, etc
(ver artículo 979), o puede referirse a actos jurídicos; tratándose de con-
tratos más generalmente toman el nombre de escritura públiots.En reali-
dad las primeras esrán catalogadas dentro de los instrumentos públicos no
por razón de la forma o de la propia individualidad del instrumento, sino
por los efecros que producen. Tratándose de los actos jurídicos,la interven-
ción del oficial público,por presunción legal da a las formas solunnes el
carácter de formas auténticas. Formas solemnes y formas auténticas no sig-
niﬁcan en nuestro derecho la misma com. Ias solemnidades son ritos, cere-
monias, desrinadas a infundir respeto y exigidas por la ley para revestir 'de
mayor seriedad el acto al cual. se imponen (ver el art. 973); una de ellas
puede ser la presencia del oficial público,pero si éste no interviene, el acro
por más solemne que sea, carecerá de autenticidad; prueba de ello es el
tesramento ológrafo,el cual, aún rodeado de tantos requisitos no es un do-
cumento auténtico (21). En realidad puede decirse que si todos los actos
auténticos son solemnes, no todos los solemnes son auténticos.
Habiendo determinado el concepto de las formas en el Código Civil, se
trata de fijar ahora su régimen en el orden internacional. Como éste depen-
de del alcance del artículo 12, antes de analizar las disposiciones concernien-
tes, me ocuparáde la redacción prOpueSta por Calandrelli para dicho articulo.
21 Art- 3639- — H testamento ológnfo para ser válido en cuanto a sus for-
mas, debe ser escrito todo entero, fechado y firmado por ¡la mano misma del test:-
dor. La falta de alguna de estas formas lo anula en todo su contenido (ver artícu-
los siguientes hasta el 3651).
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Según este autor (22) “teniendo en cuenta que, de acuerdo con el art.
1182, lo dispuesro en cuanto a la forma de los actos jurídicos debe observar-
se en los contratos, el artículo 12, completado por las disposiciones recor-
dadas (973 y 950) y sus fuentes (23) debiera hallarse redactado y debe en-
tenderse del siguiente modo: Las forma: y solemnidadesde lo: acto: y con-
tratos y de todo inshmnento públicoInm regida: por la: layer 'o mas del país
donde .re hubieren celebrado a otorg .”
Completamente de acuerdo en cuanto a la interpretacióndada por Ca-
landrelli al artículo 12, en el sentido didáctico, haciéndolo comprender las
formas y solemnidades de los acros, contratos y todo instrumento público;
pero no en cuanto a su redacción, en la que hallo alguna redundancia.
Trataré de demostrarlo fijando el concepto del Código con relación a
cada uno de los términos usados.
a) El contrato es, dentro de la metodologíadel código, un acto jurídi-
dico (art. 944), bilateral (art. 946), y, por no depender su eficacia del fa-
llecimiento de aquellos de cuya voluntad emana, un acto entre vivos por
oposición a las disposiciones de última voluntad (art. 947).
Constituyme el contrato una especie del aCto jurídico (24), es natural
pensar que todas las disposiciones concernientes a los últimos serán aplica-
bles a los primeros sin necesidad de especiﬁcadoen cada caso y máxinie.
si se recuerda lo dispuesto por el artículo1182 con respecto a las formas.
que es lo que interesa en eSte momento.
22 A. Cnlandrelli. — Cuestiones da Derecho Internacional Privado, t. 1L p. 203.
23 En la nota del Art- 12 el codificador le da como fumtes el Código de Lui-
siana, Art- 10 (La forma y los efectos de los actos y privados se rigen según
las leyes y los usos del pais en el cual tales actos son hechos u otorgados); el 06-
digo francés, Art. 293 (sólo respecto de los testamentos) P); Story, Conflict cf
law. desde el párrafo 260; la Novísima Recopilación, Ley 18, s 4, Tit. 20. Lib.
10 y las leyes 2, Tit. 32, Lib. 6 del Código, y/o Tít. 2, Lib. 21 del Digesto (ver
p- 32 y 31 de este trabajo). El artículo 950, cuyas fuente no stán indicadas en
el Código, corrdponde —pa;ra Calandrelli,,— al 831 del proyecto de Código Civil
de Preitas, según el cual: “En lo que atae a la forma de los actos y a las solemni-
dada de los respectivos instrumentos públicos o privados (artículos 789. números
7°, 8° y 790- número 4°), su. validez o nulidad será iuzgada por las leyes o bsos
del lugar en que los actos se ralizaten, si las partes no hubieran observado la forma
y solemnidades de las leva de país de su domicilio". En el texto de nuestro artículo
fue excluida esta última dáusula de ln disposición.V. Calandrelli, op. cit., T. ll p. 203.
(3) Este artículo está mal citado por cuanto el correspondiente a ese número
pertenece al Lib. I, í. VI, mp- lll, (viejo) del Código de 1804 que trata del ¡"Di-
vorcio por mutuo consentimiento", hay abrogado por el artículo 1° de la ley sobre
divorcio. de julio de 1884- Considerando la salvedad hecha entre paréntsis por Vélez
Súrsfield de que ese artículo rige sólo para los testamentos y que en la nota del
art. 3635 se recuerda el art- 999 del Código Napoleón, creo que nuestro codificador
hn querido referirse a dicha disposición.
34 Véase: H. Lafaille, Contratos. 4‘ ed., p. IX-
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b) El instrumento público, según hemos visto, es una forma solemne
del acto juridica que por la intervación del oficial públicotiene dos efectos
importantes: fecha cierta y autenticidad, y cuyo régimen depende del de las
formas solemnes.
c) Ia argumentaciónde Calandrelli (2°), demostrando que cuando los
artícnlos 12 y 950 dicen solemnidades se refieren a las formas 4d ¡alemani-
ratem, debió haberle baStado para excluir aquel término, dejando únicamen-
te formm en la nueva redacción propuesta. Empleat los vomblos, formas y
solemnidades al mismo tiempo, es unir el género y la especie. Dentro de
nuescro Código es innecesario usarlas juntas. h_definidón de la forma de
los acros jurídicos dada por el artículo 973 lo prueba. Además, no hay en
nuestro Código una disposiciónpor la mal se excluya el imperio de la re-
gla "locus regir acrum" para ciertos actos solemnes.
De acuerdo con las razones enunciadas al margen de la redacción criti-
cada del artíailo 12, propongo la siguiente: IA fama de lo: acto: Wear
.ra rige por la ley o lar aro: del lagm' donde se hubieren teleth a otorgado.
Después de las explicaciones anteriores, el uso de términos sintéticos
me parece justificado. Por Otra parte, ocupando el artículo 12 un sitio en la
parte del Código denominada "Títulos Preliminares", donde están reunidas
la mayor parte de las disposiciones de Derecho Internacional Privado (2').
juzgo que una cierta concisión no reñida, como en este caso, con la claridad
de los conceptos, no solamente es permitida, sino obligatoria.
Iniciare' el análisis de los términos empleados, a ﬁin de fundamentar
la nueva redacción propuesta por mí. Creo inútil volver sobre la oportuni-
dad del uso de forma después de los argumentos que preceden. Entre los
comentarisms del Código la comprensión de su contenido no ha suscitado
dificultades, algunos ni se han ocupado de su posible extensión en el artículo
12, y ese silencio me hace suponer que lo entendieron comprensivo de las
dos clases tradicionales de formas: las d soleman y las d prame
No me parece necesario agregar las .rolemidde: a las formas como lo hace
Calandrelli y como está consignado en los artículos 12 y 950, pues, constitu-
yendo ésras el género,aquéllas están comprendidas dentro, salvo el mo de
exclusión expresa.
'
Entiendo, además,que un código en sus artículos debe limitarse a con-
signar los principios generales sin necesidad de insisrir inmediatamente so-
25 Op. cir. T. II, p. 198.
3° Vico reivindica para nuestro pais la gloria de ser el primero que en el mnn-
do sancionara un sistema de Der. Int. Privado. La mayoria de los autores europeos,
duconociendo los méritos de la obra de Vélez Súnﬁeld, la 'atrilnyen al Código ‘Ita-
liano. siendo así que mando éste apareció en 1865, ya el primer libro de maestroCódigo circulaba entre eruditos y ' ' .
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bre su extensión cuando ésta es determinada con suficiente amplitud en la
parte correspondiente (en este caso, todo el capítulo. “De las formas de los
netos jurídicos" y los títulos correspondientes a los imtrumentos públicos,
escrituras públicas e insu-umentos prívados,‘art. 973 en adelante) o sobre
sus aplicaciones cuando ellas, como sucede con las del artículo 12, se hallan
distribuidas convenientemente en el resto del articulado.
No me atrevería a proponer en lugar de forma la palabra instrumento
por la poca difusión que ella tiene en nuestro derecho. Su uso en el artíailo
12, con el sentido amplio permitido por m etimología,evitaría muchas dis-
cusiones sobre el alcance del mismo, y siendo dicho artículo la consagra-
ción de la regla loca: regit 4am en el Código, tendria la ventaja de coin-
cidir con la nueva fórmula (lex loci celebraﬁonis o ley load actua regi: ¿m-
Meimim cita) de ésta dada por Calandrelli y a la cual habíamos llegado
excluyendo paulatinamente todas las anfibologíasde la primitiva.
Sobre la adopciónde actor jurídico: sin el agregado de contratos o ins-
trumentos públicos,no creo conveniente insistir y remito a los parágrafosa y b.
En cambio, me parece interesante explicar por qué conservo junto a las le-
yes los usos del país donde aquellos se hubieren. celebrado u otorgado. El
artículo 12, sólo se refiere a las leyes; en cambio, el 950, más amplio, acep-
ta también la competencia de los' usos del país, con lo cual vuelve la prueba
más difícil por la inestabilidad y falta de certeza de aquellos. Sin embargo,
si memos en cuenta que para dertos'actos bien importantes de la vida civil,
como lo es el matrimonio, por ejemplo, no hay en algunos países Otro modo
de celebración que el indicado por las tradiciones o los preceptos religiosos,
y que representantes de esas naciones pueden inmigrar a la nuestra, me pa-
rece acertado reconocer la validez de los actos celebrados conforme a los usos
de esas apartadas regiones. Un fallo del doctor de Vedia y Mitre lo confir-
ma (27)
Por revestir caracteres particulares, el caso merece cierta atención. Se
reconoció en él por el juez, la validez del matrimonio contraído en el pue-
blo de Honan (prov. de Cantón, de la República China) entre dos perso-
nas, mediante el intercambio entre sí de unos papeles colorados con sus res-
pectivas firmas y la comunicación posterior del acto a sus familias; y como,
por no existir hasta el año 1912 en aquel país asientos parroquiales ni re-
gistro civil, las anotaciones de nacimientos, matrimonios y defunciones las
hacía el miembro más antiguo de la familia en apuntes particulares; el juez,
considerando que ésa era la costumbre imperante en la época de celebración
del matrimonio y que ésre se realizó conforme a las formalidades exigidas
por aquélla,llega al convencimiento de la existencia del vínarlo matrimo-
nial y reconoce con muy buen tino su perfección, aún, tratándose de un
37 V. "Gaceta del Foro". año IX, N9 2439, p. 216.
21
neto realizado con formalidades extraña a nueStras leyes y sin- dejar coru-
tancia escrita de ellas ante un oficial público.
Y, para terminar, diré que al referirme a los lugares de celebración u
otorgamiento de los actos, entiendo significar con la primera la realización,
solemne o no, de los requisitos necesarios a la validez del acto; y con el se-
gundo indicar más especialmente dentro de aquéllos,el uso de escritura.
VIII. 'LafamdelosaetossolemnesaregidaenelCóﬁgoporhreﬁ
“www-Ismaeth
Habiendo sentado el almnce de la regla 10cm regi: ¡ctm en el Código,
nos resta averiguar por el análisis preciso de las disposiciones pertinentes, si
dicha máxima; sancionada en los artículos 12 y 950, se aplica también a
aquellos aCtos jurídicos para los cuales el Código ordena una forma solem-
ne determinada bajo pena de nulidad.
Calandrelli cree indudable que "dadas la amplitud y claridad de los tér-
minos empleados en ambos artículos, la regla lam regit cam se aplica
también a las formas ad rakmnüatem, entendiendo que el Código consagra
la competencia de la ley, no solamente en cuanto a la naturaleza de la so-
lemnidad, sino en cuanto a la exigencia de una solemnidad, cualquiera que
sea" (23). l i l! 1
Esta salvedad de Calan'drelli diciendo que el art. 12 se refiere tanro a
la exigencia de una solemnidad como a su namralm, merece alguna ada-
ración. Se recordará que algunos autores micros y especialmente Iaurent,
separan, a los efectos del régimen internacional de las formas ad ¡alemania-
tem, la exigencia de dichas formas, de su realización, y para conciliar la re-
gla loca: reg? actm con la ley territorial o la de la nacionalidad, dicen que
la primera o la ley nacional del sujeto interesado, según los casos, fijará lo‘s
caracreres formales del acto jurídico en cuestión, el cual será auténtico, so-
lemne o privado, según ellas lo eziian, y que sólo corresponder}. a la má-
xima regir, por imperio de la necesidad, la naturalm de las solemnidades a
cumplirse.
Aparte del aspecto especioso de tan sutil delimitación, repudiada por
la doctrina, no hay en nuestro código, como m la ley hipotecaria belga, en
el código del mismo país (art. 1339), o en el código civil francés, (art.
2128), asidero para ella; por eso creo que cuando Calandrelli distingue la
exigencia de la naturalem de la solannidatL sometiendo ambas a la ley del
lugar de celebración,entiende simplunente recalcar la competencia de nuesp
tra máxima,
Volviendo a nuestro objeto, preguntamos: ¿la formade los acres so-
23 Op- át- T. II, p. 200-
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lemnes es regida en el Código por" la regla loca: regit actum, seg'iinparece
desprenderse de los articulos 12 y 9502 Si recordamos previamente el ca-
rácter diferencial de las ﬂormas 4d .rolemnitatem de las ad probationem en la
economia del código,la respuesta surgirá con claridad. Una donación de in-
muebles (art. 1810_ inc. 1°) y una compra-venta de inmuebles (art. 1184,
inc. 1°), pueden servir de ejemplo. En ambos casos es exigida la escritura
pública.Pero la ley no castiga de idéntico modo su omisión. Si suponemos
que ambos contratos han sido hechos en escritura privada, la sanción será
diferente-para uno y otro. La donación, para la cual la escritura pública es
exigida ad :alemitatem, será nula por imperio de la ley y las partes no ten-
drán nada que demandarse entre ellas; en cambio, la compra-venta, para la
cual la escritura públicaes exigida 4d probationem, celebrada en instrumento
privado, valdrá como conmto en que las partes se han obligado a hacer es-
critura púbhca (arts. 1185 y 1187).
Trasladado el ejemplo al orden internacional, la solución se complica.
Suponiendo el mismo ejemplo anterior, es decir, una donación y una com-
pra-venta de inmuebles, es menester distinguir según que esos contratos ha-
yan sido realizados con el fin de sa- ejecutados en! la Argentina, o que la
ejecución de ellos en este pais dependa de .un accidente fortuito, como pue-
de ser un cambio de domicilio de las partes contratantes. Ambos casos están
contemplados en nuestro Códigoen los artículos 1209 y 1205, respectiva-
mente.
Si habiéndose celebrado en forma privada una donación de inmuebles
en un país donde no se exige para dicho contrato, como‘ en el nuestro, la
presencia de un escribano público o, a falta de éste, la del .juez del lugar y
dos testigos (art. 1810 inc. 1') y que por una circunstancia cualquiera
ajena a la voluntad de las partes se ejecuta en. la República,aquella dona-
ción, aún celebrada en forma privada, surtirá todos sus efectos en ésta, en
virtud de lo dispuesto en los artímlos 1205, 12, 9'50 y 1182. La solución será
la misma y con mayor razón para la compra-venta de inmuebles.
El problema adquiere complejidad y entran en juego Otros principios,
cuando se trata de actos celebrados en el extranjero, teniéndose en mira ex-
presamente por las partes, su ejecución en nuestro país. Volviendo al caso
de una donación de inmuebles hecha en el extranjero en forma privada por
no exigir más requisitos la ley del lugar de celebración, se trata de averiguar
si en el momento de ejecutarse las prestaciones no podrá alegarse la nuli-
dad del contrato por no reunir los requisitos enunciados en el art. 1810, inc.
1°, y en virtud de lo dispuesto en los articulos 1812, 976, 977, 978 y 1209.
Si recordamos la diferencia entre las sanciones con que la ley castiga la
exigencia de escritura pública en las donaciones de inmuebles y en la com-
praventa de inmuebles, podremos excluir los articulos 1185 y 1187, mya
competencia, en el caso, algunos autores pretenden. Estos artículos —en cu-
ya virtud los contratos que debiendo ser hechos en escritura pública fuesen
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hechos por instrumento particular firmados por las partes, valdrán como
obligaciónde hacer- no tienen aplicación a las donaciones, pues para esta;l
según enunqiamos al comienzo del capítulo,aquéllaes un requisito ad ¡alam-
dtatem cuya ausencia en el orden nacional, no pudiendo ser suplida por
ningún otro, causa la inexistencia del contrato que se entendió realizar. Par-
ticipan de tsa opinión Llerena, Lafaille y Salvat (31); y la jurisprudencia se
ha orientado en el mismo sentido declarando la competencia en el caso de
los artícnlos 975, 976, 977 y 978 antes citados.
Calandtelli —para quien tendría aplicación a las donaciones lo dispues-
to en los artículos 1185 y 1188, ya que siendo el artículo 2150 del proyecto
de Freitas, fuente del 1810, al haber mprimido la parte del 2150 que dice
que a las donaciones por él mencionadas no se aplican los articulos 1929 y
1934 correspondientes a los artículos 1185 y 1188 de nuestro Código habria
el codificador manifestado su opinión favorable en el sentido de aplicar a
las donaciones del art. 1810 hechas en escritura privada lo dispuesto por
los artículos 1185 y 1187 —piensa “que no es siquiera necesario apelar a los
artículos 1185 y 1188, porque la donación sería válida, de la misma manera
que lo sería suponiendola en el caso anterior (el de la donación ejemtada
accidentalmente en la República); y seria válida porque así como el articu-
lo 1205 consagra implícitamentepara el régimen de la forma el imperio de
la máxima tocar regk actuan, el art. 1209 excluye la forma de la aplicación
de la ley local, no sólo a mérito del texto mismo de la disposición,sino en
virtud de los articulos 12, 950, 973 y 1182" (37").
Sin aceptar la posibilidad de la aplicaciónde los artículos 1185 a 1187
a las donaciones de inmuebles hechas por escritura privada, pues sería des-
naturalimr el carácrer de las formas solemnes impuestas por la ley, creo que
la de Calandrelli es la verdadera doctrina del Código y coincido con él en
la apreciaciónde sus fundamentos. En efecto, dice: "el imperio de la regla
no podria limitarse por los artículos 976 a 978, puesto que estas disposiciones
no son de orden internacional, sino puramente local y se refieren a la vali-
dez o nulidad de los acros y contratos celebrados en la República; además,
si en virtud de esos artículos pudiera anularse en nuesrro país el contrato
del ejemplo, no seria verdad que, según nuestro Código, las formas y solem-
nidades de los actos y contratos se rigen por las leyes y usos del lugar en que
ellos se celebranNo se trata, por orra parte, de una condición de fondo,
como sería la aceptaciónde la donación por parte del donatario, a la cual
no podria aplicarse la regla loca: regi: calm, sino de una condición pura-
mente formal".
A fin de acentuar la exacútud de esta solución, concorde con los pre-
ceptos del Código,agrega el mismo autor: “Es preciso tener muy presente
que nuestro Código no dice, como el Código Civil de Zurich. por ejemplo,
31 V. Salvat, op. cit., s 1819 y s. y Iahille, op. cit.. pt 287.
32 0p. tit., T. II, p. 210 y s-
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colocándose claramente en el terreno internacional, que se reser'vlala invali-
dez de los acros realizados en el extranjero, aunque de acuerdo con la ley local,
si pOr razones de orden público no pueden tener ¿ﬂecto en el Cantón, sino
mediante la observancia de ciertas presaipciones imperativas; no dice, como
el Código de Chile (Art. 18), que en los casos en que las leyes chilenas
exigieten un instrumento público para la prueba que deba rendirse y pro-
ducir efecto en Chile, no serán válidas las escrituras privadas, cualquiera .rea
la fama de értar en el pair en que hayan sido otorgada, pnescripciónque
reproduce el artículo 6° del Código Civil del Uruguay; no dice, como el
Proyecro de modificaciones del Código.Civil de Bélgica (Art. 10), que cuan-
do la ley que rige una disposiciónexige como condición sustancial que el acto
tenga la forma auténtica o la ológrafa,las partes no pueden seguir Otra for-
ma, aunque fuera autorizada por la ley del lugar (país) en que el acto se
celebra”.
Hubiérase podido agregar en esa enumeración, el art. 77 de la ley hi-
potecaria belga de 1851, que no admite la afectación hipotecaria de inmue-
bles situados en Bélgica,más que por acto auténtico, y aún cuando la ley ex-
tranjera autorizan la eonrtitaa'ón de bipanecar por acto privado; la ley de
Introducción al Código Civil Alemán que después de admitir en la segun-
da parte del art. 11 la competencia de la ley del lugar de celebración para
determinar la forma del acto, dice perentoriamente en la tercera: la prer-
aripeíón anterior no .re aplica al acto imidico por el cual re ertablece 1m
derecho ¡obre una cara o re dirpane de m derecho remejtmte; el art. 22 del
Código Civil de Colombia (de 1873 adoptado por ley de 1887); y, el art.
18 del de San Salvador, ambos como el 6° del uruguayo, reproduccióntex-
tual del art. 18 del código civil chileno. También la legislaciónangloarneri-
cana (Statate of fraudr) subordina a la redacción de un escrito la alienación
de un inmueble situado en Inglaterra, aún cuando ella sea hecha en país ex—
tranjero; la jurisprudencia griega (33) interpreta en el mismo sentido el art.
5° de la ley civil T S A de 1856 y el artículo 48 de la ley sobre el timbre
AXKE de 1887 (Tribunal Civil de Atenas, 1897); y, por último, podría
citarse el art. 992 del Código Civil de los Países Bajos, el cual declara que
“el holandés en país extranjero no podrá hacer su testamento ma'r que por 1m
acto mérm'co en la forma de su país".
Los términos de las disposiciones legislativas precedentes marcan bien
el sentido limitado en que adoptan ellas la regla loca: regit aaam, y permi-
ten afitrnar, razonando a contrario renta, que nuesrro Código según preten-
dimos demostrar en la argumentaciónanterior y según se desprende de la
ausencia de una disposición semejante a las anteriores, somete sin restric-
ciones la validez de las formas ad rolemm'tatem al imperio de aquélla.
Vico, para quien los artículos 1185 y 1187, crean un lazo intermedia-
rio entre la manifestación concorde de voluntades y la realización formal
33 V. Journaldu dr. int., pr. p. 957: 1898.
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de acuerdo con las solemnidades de la ley, entiende que no debe pensarse
que cuando la ley fulmina con nulidad el cumplimiento de ciertas formas
ad roka 'el acto sea inexistente, pues el acro puede valer como otro
acto jmldico, que sería un eslabón intermedio para la perfección del contra-
to cuya celebración se buscaba.
2. — No obstante admitir para la forma de los actos el régimen inter-
nacional de los articulos 12 y 950, algunos de nuestros autores aceptan cier-
tas derogaciones. Una de ellas, conscituída por las prescripciones del art.
1211, es la referente a la forma del documento de transferencia de bienes
raíces situados en la República,celebrada en el extranjero. Dice el art. 1211:
"Los contratos hechos en país extranjero para transferir derechos reales sobre
bienes inmuebles situados en la República, tendrán la misma fuerza que
los hechos en el territorio del Estado, siempre que constaten de instrumen-
tos públicosy se presentaren legalizados, Si por ellos se transi‘iriese el do-
minio de bienes raices, la tradición de estos no podrá hacerse con efectos
jurídicos hasra que estos contratos se hallen protocolizados por orden de un
juez competente".
En virtud de lo dispuesto en eSte artículo, entiende Vico que "el régi-
men de la forma de los contratos sobre bienes raíces situados en la Repú-
blica, no está librado a la aplicación amplia de la regla general de los ar-
tículos 12 y 950, pues aquél requiere instrumento público y su presentación
legalizada; y, además, que si se transfiere el dominio de dichos bienes, su
tradición no podrá hacerse sin la previa prorocolimciónde los contratos por
orden de juez competente. Quiere decir, que si basta la de un
instrumento legalizado para constituir un usufruCto, un anticresis, un derecho
de uso y habitación, es necesario, en cambio, protocolizarlo cuando transfie-
re propiedad”.
El artículo 1211 no representa para mí una derogación absoluta del
principio. Trataré de demostrarlo basando mi argumentaciónen primer lu-
gar en la nota del codificador al mio artículo.
Aunque el valor de las notas es puramente de interpretacióny ellas no
deben tomarse en cuenta cuando están en contradicción —como a veces su-
cede- con el texto legal, en este caso particular, a mi juicio, ella. aclara el
concepto de la terminologíadel articulo, revela mal era la intendón del
codificador al adoptarla, y aún pone de relieve su alto criterio internado-
nal en el sentido de no exigir un documento exclusivo, lo que sería contra-
rio al desenvolvimiento de las relaciones humanas, sino únicamente expre-
sar la necesidad de un documento legalizado.
Leamos al codificador en su nata al art. 1211: "Calado decimos que lo:
contrato: de que habla el artículo deben com, en Ma: públicos,no
.re exige que, padrones", ¡en bache: por natalia, a «¡aﬁnar públicas:
En la mayor parte de las naciones existen funcionarios mcargados de la fe
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pública,que imprimen autenticidad a los actos y contratos que'pasan ante
ellos. Pero hay otras, como Austria, Prusia, etc., en las cuales los jueces son
los únicos que dan autenticidad a los acros, y los natarios se limitan a pro-
testas de letras, o a recibir los contratos delas personas que no saben escri-
bir. Rapecro de los contratos hechos en estas naciones, aunque lo: ¿mim-
mentor no Jean becbo: ante escribano, deben Jer comprendido: entre lo: que
el amado llama ¡nara/mento público.” Está tan claramente expuesto el cri-
terio de Vélez sobre lo que entendió exigir al referirse a inscrumento públi-
co en el articulo 1211, que casi obvia'el comentario.
Si admitiéramos, con Iaurent y' con Calandrelli,’ la distinción entre la
exigencia de una formalidad y su naturaleza, este sería un caso típico de su
aplicación.El codificador exige un instrumento público para los contratos
celebrados en el extranjero con el objeto de transferir derechos reales sobre
bienes raíces situados en la República; pero en la nota él mismo acentúa el
alcance de su exigencia y explica que al rdﬂerirse a instrumento público,no
entiende que, precisamente, sean hechos por escribanos públicos o norarios;
porque, si bien en la mayor parte de las naciones existen funcionarios encar-
gados de imprimir autenticidad a los actos y contratos pasados ante ellos,
hay otras en las cuales los iueces son los únicos que dan autenticidad a los
acros, y como no sería posible impedir a los habitantes de esas naciones ce-
lebrar conn'atos sobre los bienes inmuebles de nuestro pais, acepta la natura-
leza de la autenticidad según la. ley del lugar de celebración.
Aún no admitiendo el criterio de Laurent, creo que podría llegarse a
la misma conclusión extremando el análisis de la nora, siempre a la luz de
las disposiciones del código.
El m1. 1211 no conm'mye una derogaciónal régimen internacional de
la: formar Jana-¡ando por el Código en lo: artículo: 12 y 950.
En Otros términos, cuando en un país donde para la constitución de de-
techos reales sobre inmuebles la ley local no exige la intervención de un
escribano, o los escribanos no se ocupan de recibir esos actos, o los funcio-
narios encargados por la ley de dar autenticidad no están facultados para re-
cibir estos a que me refiero, ¿quiere decir que dos personas, encontrándo-
se en él deberán renunciar a transferir derechos reales sobre inmuebles pro-
pios situados en la Repúblicapor no poder hacerlo conforme a las prescrip-
ciones de la ley argentina? El mismo Vélez en su nota, tan clara, dice: "res-
pecto de los contratos hechos en esas naciones, Austria, Prusia, etc., aunque
los insrrumentos no sean hechos ante escribanos, deben ser comprendidos
entre los que el artículo llama inStrumento público" y, si el instrumento
fuera privado por no exigir más la ley del lugar de celebración, también
sería válido para mi en virtud de lo dispuesto en el art. 12 y sus concor-
dantes. Podría reproducirse, además, toda la argumentación hecha con res-
pecto a las donaciones.
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Aún pudiera agregar: que si la diferencia entre el. acto auténtico
y el privado es únicamente de forma y dentro de ésta, en el orden internacio-
nal, la escritura privada de un país, donde para ciertos actos no se cai;
más requisitos, debe corresponder al instrumento público de orto país para
esos mismos actos. De no admitirlo, muy esrrecho sería el campo de apli-
cación de la regla laca: regir actum y muy insignificante su papel en el
desenvolvimiento de las relaciones humanas. En el mismo sentido y en
términos categóricos se expresa Demolombe quien, dice, refiriéndose a las
formalidades exm'memr o probmu: "la regla respecro a la autenticidad, es
que el acto hecho según las formas usadas en el país de cdlebración,debe
ser considerado regular y hacer fe en todas partes; es en ese sentido que se
dice: lacra regit actm"3‘.
En los fundamentos de Colmo, metivando su vato en disidencia con la
mayoría, en el famoso fallo de marzo de 1922 — sobre el régimen del de-
recho sucesorio argentino 35- he encontrado una confirmación de mi opi-
nión.
Le dejo la palabra: "Basta hablar de inmuebles, para que todo ceje.
Basta invocar la nacionalidad y el argentinismo para que todo tiemble, para
que todo calle, así se trate de la misma moral o del simple buen sentido. Y
este país de inmigración, este país de la constitución y las insrituciones más
liberales y del mayor humanismo, resultaría una especie de arca santa, algo
como una urna cerrada a todo cuanto fuera no ya generosidad, sino principiocientífico, consorcio internacional y todo el resto. Por de pronto, no es cier-
to que cua-nro se refiera a inmuebles quede sujeto a la ley local. El mismo
código admite la aplicaciónde la ley extranjera ¿con respecto a inmuebles si-
tuados en nuestro territorio en punto a capacidad de hecho (art. 7°); en
punto a las solemnidades externas del instrumento de transmisión (art. 12,
950, 1180, 1211), etc.”.
En el mismo sentido de mi argumentación se pronuncia Calandrelli,
quien se apoya además en un fallo de la Suprema Corte, donde ésta, refi-riéndose a instrumentos públicos ororgados en el extranjero, dice que "la va-
lidez de ellos no puede ser impugnada por falta de las formas y solemnida-
des exigidas por nuestras leyes, pues son sólo las de aquel país las que rigen
las mencionadas formas de los contratos e inscrumentos públicos".Felizmente
la jurisprudencia de nuestros tribunales, en numerosos fallos, se ha pronun-
ciado“ en el sentido anterior, acusando en la interpretaciónde los articulos
concernientes a la forma de los actos en eI orden internacional, un enco-
miable espiritu liberal.
Al admitir el alcance del art. 1211 dentro de los limites esbondos, de
3‘ Demolombe. — Cow: ¿a Colo Napoleón. T. l. p. 1273 S 105. ed- 1380.
as Gaceta del loro. No 1797. p. ISO. Mim. ¿musa-¿año v. N° so (mi;
zo), p. 125
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ningún modo voy en contra de 1a‘legalizaciónexigida. Por el cbnttario,la
considero esencial para comprobar y certificar la autenticidad de los docu-
mentos en cuestión, así como a la protocolización por orden de juez compe-
tente que debe ser previa a la tradición, si por aquéllos se transfiere el
dominio de bienes raíces situados en el país. Constituyen esros requisitos
una fase de la competencia de la lex Iori en materia de procedimiento y
dependiendo la administración de las pruebas de la organizaciónde la jus-
ticia en cada país, el dominio de aquéllaes inconteStable.
En "el régimen hipotecario, en materia de publicidad, hay disposiciones
concordantes con el art. 1211. Me refiero a los artículos 3128 y, en parti-
cular, al 3129. Dice éste: "Puede también constituirse hipoteca sobre bienes
inmuebles existentes en el territorio de la República,por instrumentos he-
chos en paises extranjeros, con las condiciones y en las formas dispuestas
por el artículo 1211 del título De lo: contrato: en general. De la hipOteca
así constituida debe tomarse razón en el oficio de hipotecas, en el término
de seis días contados desde que el juez ordene la protocolizaciónde la obli-
gación hipotecaria. Pasado ese término la hipoteca no perjudica a tercero. La
hipoteca constituida desde país extranjero debe tener una causa lícita por
las leyes de la República".
La segunda parte del artímlo contiene medidas de publicidad estable-
cidas en beneficio de los terceros interesados que no son requisitos formales
como los exigidos para la validez del contrato entre las partes.
Vico, de acuerdo con Zeballos, en defecto de escritura pública hecho en
el exterior para la conStitución de derechos reales especialmente de hipote-
ca sobre bienes raíces situados en la Argentina, admite su' Celebración origi-
naria en forma privada y su conversión en un acto equivalente a aquel que
reviste la forma de instrumento público,mediante el reconocimiento de la
firma hecha por la parte obligada en el documento privado. Zeballos se
pronuncia en ese sentido, apoyándoseen el artículo 1026, cuyo texto es el
siguiente: "El instrumento privado reconocido judicialmente por la parte a
quien se opone, o declarado debidamente reconocido, tiene el mismo valor
que el instrumento público entre los que lo han suscrito y sus sucesores".
la foma de lo; aaa: privados.
Con método un tanto desordenado he ido planteando y resolviendo los
problemas referentes a la extensión de la regla laca: regir acth en nuestro
derecho civil. A fin de completar esos puntos de vista, sólo me resta referir-
me a su aplicación respecro de los actos privados.
No son éstos los que menos controversias han suscitado en la doctrina.
Después de un análisis superficial podría sostenerse que nuestra máxima no
debe aplicarse a ellos. En efecto: en estos actos las partes obran solas, no
tienen necesidad de recurrir a los oficiales públicos de los países de cele-
bración y el imláeriode la autonomía de la voluntad puede ejercer-se libre-
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mente. Desaparecida la razón de necesidad que justiﬁca la regla en el mso
de acros solemnes o auténticos, amén ¡delas orras causas que ya veranos,
parece inoportuna su aplicacióna los actos privados. No lo entendieron asi
los comentadores del siglo XVIII, quienes, reaccionando sobre los autores
más antiguos, partidarios de esa distinción, adoptaron la regla lam regir cam
para toda especie de acros, procediendo con excelente buen sentido.
En la prácrica es raro que las partes redacren por sí solas sus acros
jurídicos, ya sean contratos o disposiciones de última voluntad. Descon-
fiando de su ignorancia del derecho y temiendo cometer ilegalidades, con-
sulran a los abogados y notarios, y esras personas, al redactar los escritos,
se conforman en cuanto a las formas con la ley del país donde ejercen su
ministerio y donde están habilitados para realim esas funciones. Redacta-
dos en esa forma, los acros harán fe en todas partes, pues, de lo contrario,
como decía Porralis en la Exposición de morivos del Proyecro de Código
francés, desapareceríala seguridad en las relaciones civiles.
Admitir otra solución sería "hacer pagar muy caro a la persona au-
sente por mucho tiempo de su país, la ignorancia, excusable por ona par-
te, en que se encuentra, de las formalidades a las cuales su legislación na-
cional subordina la validez de los actos, atacando a estos de nulidad si no
esrán conformes con ella, cuando la ley del lugar de celebración admite
su regularidad. La exclusión de la lex locí y su reemplazo por la ley na-
cional o del domicilio, traería muchas dificultades en el caso tan común,
de individuos con leyes personales distintas, cuyas prescrpciones seria me-
nester observar acumulativamente, y eso descartando los probables anta-
gonismos ran frecuentes entre ellas. Ya Boullenois (Démim'om de: Hem,
p. 141) decía que eso "ne servirair, qu'á embarrasser er retarder les traités
er convenrions des hommes, er rendre leurs acres exposés a mille questions
litigieuses”3°. '
Los autores modernos más presrigiosos reconocen la utilidad de la re-
gla loca: regir acmm, tanto para los actos privados como para los solemnes
y auténticos.
Las disposiciones del Código Civil están completamente de acuerdo
con el criterio de dichos autores y en conformidad con la teoría de las for-
mas en el orden internacional, expuesta con respecto a aquellas dos cate-
gorías de acros.
El art. 1020, deja librado de la manera más amplia, a la voluntad de
las partes, lo concerniente a la forma, idioma y solemnidades, reconocien-
.do que para los acros privados no hay forma alguna especial.
El art. 1021 exige para los acros que' contengan convencionesFECC"
tamente bilaterales la redacción en tantos originales como partes haya con
3° Weiss, op. T. III, p. 116.
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un interés distinto; pero el 1023, en cuya virtud: "El defecto de redacción
en diversos ejemplares, en los actos perfectamente bilaterales, no anula las
convenciones contenidas en ellos, si por Otras pruebas se demuesrra que el
acto fue concluido de una manera definitiva", demuestra el carácter de
aquella exigencia.
No siendo necesaria en el lugar de celebración la redacción de tantos
ejemplares como partes intervienen en el aCto, su forma será válida ante
nuCStro' derecho por aplicación de la máxima locw regit actuan. Su predo-
minio en los acros jurídicos privados, después de la's' razones expuestas con
motivo de los solemnes y auténticos, parece incontestable, máxime tratán-
dose de formas exigidas únicamente ad probationem, como en este caso
(art. 1023 in fine).
IX. Carácterdelaregh“bocmmgitactmn”¿lïsobligatoﬁaofaoul-
laﬁva en la legislación ugurtina?
En doctrina, el problema. referente al carácter de la regla locas parece
casi resuelto si se atiene a los fundamentos racionales aducidos en apoyo
de su adopcióny al número de tratadiStas partidarios de su aplicación fa-
cultativa por las partes interesadas. Esta ¡maxima quoem'o ha dejado ya.
de serlo en el sentir de los autores. Armand Lainé, en un erudito estudio
publicado en el Jamal Clanet, ensancha considerablemente el campo po-
tesmtivo concedido a las partes en la elección de las formas de los actos
privados, pero no respecto a los públicos,pues- dice.h “si las formas exi-
gidas por la ley del lugar para su autenticidad no han ¡sidoseguidas, no
pueden tener el valor de actos auténticos en ninguna parte, ni aún en el
esrado donde la ley hubiera sido observada. La razón es que no obedecien-
do a 1a ley de su país, el oficial público falta. a una de las condiciones a
las cuales está sometido el ejercicio de su cargo, y que el acto indebida-
mente redacmdo por él no podría ser válido en ningún lugar. Es como si
ese acro emanara de un ministro incompetente".
Con relación a los actos privados la situación no es la misma; el acto
puede estar en contacro con muchas leyes que serían: la ley del país don-
de tienen su asiento los jueces llamados a entender en caso de controver-
sia ulterior; la ley nacional o la del domicilio de las partes; la ley del país
donde el acto ha. sido hecho; y, la ley del lugar donde esrán situados los
bienes objeto de aquél. A juicio del autor, una inﬂuencia legítima asentada
en títulos diversos pertenece a todas esas leyes y no reconocerlo sería ser
arbitrario. Dando imperio absoluto a la regla [ocur regit actum se exclui-
ría Otras leyes cuya observancia puede ser útil, mando no necesaria; y, en
derecho internacional privado esra materia debe ser regida según miras
muy amplias y liberales, tanto que las partes deben gozar en ella, sino de
una autonomía plena y entera, por lo menos de una autonomía que den-
tro de los límites precisos expuesros por Lainé, no tiene nada de ilegiti-
ma ni excesiva.
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Subordinando la .validez de los actos, salvo los públicos, al cumpli-
miento meto de cualesquiera de las leyes con las cuales pueden estar en
contacto, se disminuyen, hasta hacerlas problemáticas,las musas de inva-
lidez de dichos actos; e implícitamente,al favorecer a los sujetos del de-
recho, se cumplen los altos fines de nuestra disciplina, pues los actos se
hacen para ser cumplidos y los Estados no tienen absolutamente, no deben
tener, ningún interés en imponer nulidades.
1.a opinión extranjera más calificada, apoyándoseen razones diferentes y
en términos no siempre de la misma eatensión, se pronuncia por el carácter
facultativo de la regla locus regit accum; asi Savigny, Foelix; Aubry y Rau,
Baudry-Iacantinerie,Brocher, Despagnet y de Boeck, Surville et Arthuys, Pillet,
Despagnet, Alberico Rolin, E. Naquet, Weiss y Fiore".
En realidad, las formas exigidas en un país, están lejos de consrituir
un principio de orden necesario y obligatorio, cuyo respeto se impondría
a nacionales y extranjeros en igual medida, y tal cual quiso imponerlo la
doctrina de la primera mitad del siglo XDL aún influenciada por la auto-
ridad de los maestros de los siglos precedentes —Dumoulin, Loiseul, Po-
thier, Boullenois,— el prestigio de los cuales era todavía muy grande para
permitir una reacción. O como lo entienden aquellos autores que conside-
rando a las leyes sobre las formas establecidas en cada estado en armonía
con las cosrumbres, las insrituciones, el espiritu del país, les asignan el
carácrer de leyes de orden público.
De ser ciertos los dos criterios anteriores, no podrían aceptarse m
esta materia sino exigencias legislativas absolutas; y todo el armazón de los
códigos y las disposiciones de las leyes nos esrán mostrando derogadones y
atenuaciones a la rigidez de los principios, más o menos acentuadas, evi-
dentemente, según la naturaleza de las relaciones de derecho contempladas.
En materia comercial hay menos rigor que en materia civil, y dentro de
ésta, las sustituciones y equivalencias se admiten con más facilidad en lo
concerniente a los contratos y obligaciones, por ejemplo, que en lo relativo
al régimen inmobiliario o de la familia.
Al imponer obligaciones a las partes en el régimen de las formas, se
busca proreger su interés particular, más bien, como ya hemos dicho mu-
chas veces, que el interés público; y si razones de necesidad y de utilidad
no hubieran creado la regla loca: regir muy» se habría tendido seng
mente a permitir el uso de la ley personal sea del domicilio o de la nacio-
nalidad antes que erigir en principio absoluto la territorialidad de las leyes
de forma.
De las razones con que los autores mativan su elección se desprende
37 E! para Merlín (op. dk, v. Prmó, Sec. II}. S III, Art. 1°. Nv 3
y v. Testament. Sec 2. S 4. Art 2); Demnlombe (Trdü lor london: a m-
tlmenls. T- 4°. N9 482 y 5.); Ianrent (op. ¿‘w T. II. p. 444. N° 246); M(09- M4 p. 109 y 3-) y Vareilles - Sommiéru. (0P d. T. I. p- 105 y 5.).
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que el propósito de protección al nacional ha inﬂuido en gran parte para
aunar 'opiniones en el sentido de reconocer el carácter facultativo de la
máxima. La regla lam; regit actmn significa; para muchos de ellos, un fa-
vor, una derogaciónhecha, en interés del nacional, al derecho común de la
personalidad de la ley. El carácter facultativo de nuestra máxima tiene pa-
ra la doccrina moderna el mismo valor o importancia que asumió en el
concepto de los glosadores. En la hipótesis del testamento hecho en Ve-
necia por un extranjero, ante dos testigos, cuando según el derecho roma-
no debían ser siete, al reconocer la validez de aquél,-se procedía graciosa-
mente y haciendo un favor a las partes; si éstas, en lugar de acogerse a los
beneficios de un eStatuto másliberal cumplían las exigencias del derecho
común, el conflicto no se producía. Entendían ju-iciosamente que la con-
cesión de un beneficio no significaba, en ese caso, anular el derecho de
opción y mucho menos imponer una forma determinada aún cuando fuera
más cómoda.
Con análogo buen sentido, la doctrina más moderna, al acoger la má-
xima, no pretende quitar toda incumbencía a la ley personal, sea nacional
o del domicilio. "Esta competencia racional de la ley nacional de los in-
teresados (yo he agregado en éste como en todos los otros casos la ley del
domicilÏo, respetando la orientación hacia ella de todo el grupo anglo-sajón
y sudamericano y especialmente de nuestra legislación), dice Pillet 33, no
es tan clara en el caso presente como- en otros dominios del derecho; pero
el carácrer prorecror de las leyes de esra clase resalta suficientemente co-
mo para que se pueda invocar en el extranjero. Por lo tanto, la regla lacra
regir actam es, según nosotros, facultativa, y las partes conservan el recur-
so de usar de las formas organizadas por su legislaciónnacional, en cuanto
puedan hacerlo".
Como consagración en un cuerpo legal del carácrer famltativo de la
máxima, merece recordarse el art. 18 del Código Civil de Guatemala, san-
cionado este año, el cual, después de reconocerla en la primera parte, agre-
ga: "Sin embargo, los guatemaltecos o extranjeros residentes fuera de la
Repú‘üica,podrán sujetarse a las formas y solemnidades prescriptas por las
leyes guatemaltecas, en los casos en que el acto haya de tener ejecución
en la misma República”.
Los autores —por lo menos los franceses y para nosotros, ya con-
cretándonos a la legislaciónargentina, son los más interesantes por los pun-
tos de contacto entre el código civil argentino y el francés y por la in-
fluencia ejercida por sus comentadores en las interpretaciones de nuestra
doccrina y jurisprudencia,—los autores franceses, digo, no han tropezado
con dificultades provenientes del texto como puede sucederles en esta ma-
teria a los nuesrros.
3‘ Pillet. — Principios. T. II. p. 316-
33
La ausencia en la legislación francesa de un artículo especial conn-
grando la maxima en términos expresas, permite poner en práctica en la
vida diaria de aquel país esa tolerancia aconsejada por la doctrina.
La disposicióndel artículo 999 del Código Napoleón (Encontrándose un
francés en país extranjero, podrá hacer sus disposiciones testamentarias
por acro bajo forma privada, como está dispuesto en el artículo 970 9‘, o
por acto auténtico, con las formas usadas en el lugar en que este acto sea
realizado), acordando al francés restar fuera de su pais en la forma oló-
grafa dc su patria, aunque no significa la recíproca en favor del extranjero,
ofrece un firme argumento en pro del carácter facultativo de la regla lam
"gi: actum en ese derecho.
La posición de nuestros exégetasno es tan favorecida. Los términos del
artículo 12 consagrando la máxima en la parte general del Código, y la
amplitud del artículo 950, complemento, según hemos visto, de aquel, dis-
minuyen el valor de cualquier atenuación a ese rigorismo. La existencia
aislada de un artículo que como el 999 francés pudiera significar en nues-
tro Código Civil un asidero para una interpretación inteligente y moderna
constituiría, cuanto más, un caso aislado, una aplicaciónparcial del carácter
facultativo de la máxima, tal corno sucede con el art. 3638 del título ’De
las formas de los testamentos".
Di5posiciones concernientes a instituciones legisladas por el Código,
aún cuando terminantes a este respecto, no podrían cambiar los caracte-
res de la regla por la colocación de ésta en la parte general, de derecho in-
ternacional privado, diremos.
Ia solución sólo podrá ser ofrecida por otra declaración de esa parte
general. El inciso 4° del artículo 14 parece reunir los caraCteres requeri7
dos. Contempla dicho artículo en cuatro incisos, los casos en que las leyes
extranjeras no serán aplicables, y en el 4° las excluye: "Cuando las leyes
de este Código, en colisión con las leyes extranjeras, fuesen más favorables
a la validez de los acros".
Veamos, a través de dos autores presrigiosos, cuál es la solución.
Cree Calandrelli que, "se haga o no distinción entre los acros autén-
ticos y los actos privados, es indudable que nuestro Código no tiene, res-
peCto de la cuesrión propuesta, una disposiciónterminante; pero de acuerdo
con el inciso 4° del artículo 14, puede concluirse sin necesidad de a
a la domina general que, por nuesrra ley, el principio es fauﬂtativo"‘°.
3° An. 970. — "El testamento ológnfo'no ser-L válido si no está escrito todo
entero, fechado y firmado por la mano del testador; no dá sometido a ningun-
otra forma”.
«o Op- al. 'r. n. p. 212.
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Entiende, además, que el carácter de la regla en el Código, debe refe-
rirse a través de sus aplicaciones, confrontando sus diversas disposiciones sin
apelar a la doctrina extranjera, superflua en esra materia por ser suficien-
temente claro el sistema civil nacional, y contempla, al efecto, los tres
casos posibles y únicos capaces de suscitar discusiones: 1° actos solem-
nes; 2°, actos auténticos; 3°, actos privados.
Respecto a estas tres clases de actos, la competencia de la máxima
loca: regi: aman es indiscutible para Calandrelli; y. habiéndolo ya sufi-
cientemente probado en páginas anteriores, por haber elegido Otro método,
con citas del mismo profesor, omito repetir su argumentación.Reproduzco,
eso sí, la parte donde plantea y resuelve la premisa con que iniciamos su
parecer. "Si en el acto solemne, en el acto auténtico, o en el acto bajo
firma privada, los contratantes hubieran adoptado una forma que, sin ha-
llarse de acuerdo con las exigencias de la ley local, satisfaciera, sin embar-
go, las preceptuadas por nueStro Código; si en el primer caso las partes
hubieran convenido una donación ante escribano público, en lugar de ha-
cerla en escritura privada (actos solemnes); si en el segundo hubieran ocu-
rrido ante el mismo escribano, en lugar de procurar la fé pública de un
magistrado (actos auténticos); si en el tercero hubieran hecho tantos ori-
ginales como partes hubiese con interés distinto en el contrato, en vez de
redaCtar un sólo original (aCtos privados) ¿podría concluirse que los ac-
tos, contratos o instrumentos ororgados serian ineficaces en nuestro país
porque contraviniesen las leyes locales, no obstante haberse los contratan-
tes, conformado a las disposiciones de nuestro Código Civil?
"Es evidente que ante las prescripciones y notas recordadas (véase el
trabajo del autor, en sus Caertioner T. H., p. 191 y 5.), la conclusión sería
forzada e injustificada. De aquéllas solamente puede inferirse que e: suficiente
observar las exigencias de la ley del lugar para ser considerado válido en el
nuestro, el instrumento público,el cual no podría ser impugnado porque res-
pondíese a las formas eStablecidas en nuesu'a ley".
'Y nuestros jueces no podríandesamparar tales contratos porque, en pre-
sencia de aquella validez alternativa según las leyes extranjera y argentina,
ellos deberían aplicar en inciso 4° del artículo 14, según el cual, las leyes ex-
tranjeras no pueden aplicarse cuando las de este Código, en colisión con ellas,
sem más favorables a la validez del acto”.
Prescindo de resumir los considerandos en que se apoya Zeballos, “ para
quien. como para el Dr. Vico, la regla lacra regit actam es imperativa en
nuestro Código, por no hallarlos, contrariamente a sus modos tan originales,
verdaderamente interesantes.
Vico por su parte, como he dicho, enuncia en las conferencias pronun-
‘1 Weiss-Zeballos. — Op. al. T. II. p. 516-
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ciadas en La Plata, una opinión contraria a la de Calandrelli. Por ser anterior,
por citarlo en dichos apuntes y por parecerme que allí ha vertido su inter-
pretaciónen la forma clara y sintética que le es peculiar, me referirá espe-
cialmente a su articulo "Ia regla locus regir aCtum en la legislaciónargentina.
¿Es facultativa u obligatoria?" ‘3
Esa disposicióndel artículo 14 de .la cual derivatia un derecho de op-
ción que haría facultativo seguir la regla loca: "gi: actam o la ley argentina,
es, para Vico, de excepción y reviste carácter general, resultando ésros carac-
teres del cuerpo del artículo.
En las reglas de Derecho Internacional Privado consignadas por el Códi-
go, se esrablece que las leyes extranjeras se aplican en cada caso previsro,
sin tener especialmente en cuenta el contenido de dichas leyes (art. 13).
Más, como así podria llegarse a aplicar leyes extranjeras incompatibles con
el concepto de la moral, de las necesidades o sentimientos nacionales, la doc-
trina limita esra aplicación por el orden público y nuestro Código Civil
trata de precisar, en el art. 14, los casos de excepcióna la extraterritoriali-
dad reconocida a las leyes extranjeras en nuestro país; entre esos casos esci
el del inciso 4°, y dice: "Resulta esta disposiciónasi comprendida, una de-
rogación a la apIÍCaciónde las leyes extranjeras para todos los casos que el
Código las autoriza. Por aro e: excepción. Pero no es sólo para las formas
y solemnidades de los actos jurídicos: se refiere igualmente a la capacidad
o incapacidad de las personas, cuando trae como consecuencia la nulidad de
los actos; a la ley que rige la sustancia del acto mismo con relación a su
valich o nulidad (no en cuanto a sus efectos porque en este caso no se
cuestiona su validez). Por ero e: general. Esta derogacióndel derecho in-
ternacional privado por el derecho interno, importa una excepción a las re-
glas generales de aquél y, por lo tanto, es de estricra interpretación.La regla
general (art. 12 y 950), en cuanto a las formas, será pue: obligatoria, salvo
las excepciones especiales indicadas por el Código (art. 111) y salvo la
prevalencia de la ley argentina, que seria la lex fori, también, cuando la
aplicación de la regla general del art. 12 trajese la nulidad toral y parcial
del aCto".
Tal es, en síntesis, la opinión de Vico.
Yo creo que en este problema del caráaa de las leya sobre la forma
de los acros en nuesrro derecho, es menester diStinguir dos aspecros: la apli-
cación de la regla respeCto a los acros realindos en un país extranjero por
personas domiciliadas en el nuestro, con prescindencia de su nacionalidad,
oporcualesquieraorraspersonasparatenerefeaosenlaArgentina.
l
En el primer caso las partes deberánatenda ante. todo, si quieren rea-
limunacwválido,alasezigenciudelaleydmdeelacroseráejecutado
‘3 Reﬁna h Derecho, Him 1 Uva. N9 48, aio 1914. P- 509.
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o donde producirásus efectos. Si esa ley admite como suficientes en manto
a las formas del acto las requeridas por la ley del lugar de celebración, las
partes realizarán su acto de conformidad con la ley argentina; si exige el
cumplimiento de las formalidades de la ley donde el acto será ejecutado o las
de la ley nacional de las partes, lo que es más común tratándose de leyel
europeas. las partes tratarán de conformarse en nuescro país a esa exigencia
siempre que lo puedan y nuesrras leyeslo permitan,
El 'segundo caso es más interesante para nosotros; en él se contempla
el problema del carácter de la regla lacra regit actam en el Código Civil.
Vico cree que "no seria admisible en nuestra legislaciónque las partes
siguiesen, en cuanto a la forma de los acros, su ley nacional común, ni la
ley de su común domicilio, ni la ley de Otro país voluntariamente elegida
para regir la forma del acto que tiene una forma determinada por nuestra
legislación".
Me parece que Vico extiende demasiado la opción concedida a las par-
tes en la elección de leyes; naturalmente quedando a la palabra facultativo
su exacta significación tal debía ser el carácter de esa concesión; pero, ya
hemos visto que, fuera de Lainé, quien todavia presenta su tesis como un
esbozo de teoría, el contenido de aquella palabra en el sentir de la doctrina,
es mucho más restringido. Significasimplemente, la elección concedida a las
partes entre la ley del lugar de celebración y su ley personal nacional o del
domicilio; más comúnmente la primera.
Volviendo a nuestro caso, las personas comprendidas en él podrán usar
la ley del lugar de celebración,en eso no hay dificultad (art. 12); lo mismo
que su ley personal de la nacionalidad, siempre que la ley dEl lugar de ce-
lebración lo admitiera, pues, si para ésta el acto es válido también deberá
serlo para la nuestra; y también la ley de su domicilio por la misma causa.
Si se tratara de personas domiciliadas en nuestro pais que quisieran
usar las prescripciones de nuestra ley, su situación seria semejante a la de
nuestros compatriotas, para quienes ésta sería ademﬁ su ley nacional. He
aquí planteado el problema.
Además de la ley del lugar de celebración cuyo uso está consagrado por
el artículo 12 y concordantes en nuestro Código, ¿podrán esas personas, vá-
lidamente de acuerdo a la ley argentina, realizar sus actos en el extranjero
sujetándosea las prescripciones de ésta?
Ya se conoce la respuesta afirmativa de Calandrelli, apoyándoseen lo
dispuesto en el inciso 4° del artículo 14.
Veamos la de Vico. Dice éste: "No podría decirse que el articulo 14,
inciso 4° da el derecho o la facultad de elegir entre la ley del lugar del acto
y la ley argentina porque sólo permite por excepción la aplicación de esta
que ella no autoriza. Y si no lo declarase nulo, la forma del acto aunque fuese
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la de la ley argentina, estaría regida por la ley del lugar de la celebración y no
por esta última.
"A primer hora podría parecer- continúa- que el mecanismo del
articulo 14, inciso 4° produce igual efecto que si escuviese redacmdo en
forma que facultase al autor o autores de un aCto jurídico, a elegir la for-
ma, optando entre las de la ley del lugar de celebración y la ley argentina,
en cuvocaso podria decirse que, dentro de los límites de esa opción, la re-
gla es facultativa en nuestro derecho.
“Mas eSto nos llevaría a considerar como facultativa una regla que no
existe sino en uno de los dos términos de la opción,porque el otro término
implica la nulidad del acto. Como sería dejar al arbitrio de las partes la
nulidad de éste, la ley argentina, interpretando la voluntad de las partes que
no puede haber sido realizar un acto nulo, le acuerda la validez si ella re-
sulta de su ley interna.
"No es, pues, termina el doctor Vico, en virtud de una facultad de las
partes, que bien podían ignorar en absoluto la ley argentina de las formas,
sino en virtud de una racional interpretaciónde la voluntad de las partes,
en el sentido de que al hacer el acto han entendido hacer algo real y no algo
nulo, que se aplica el art. 14, inc. 4°".
Pero si suponemos que las partes conocían la ley argentina, por ser su
ley nacional o la ley de su domicilio, y la observan en un acto celebrado en
el extranjero, ¿ese acro será nulo ante nuestra ley por no haberse observado
las prescripciones de la ley del lugar de celebración consagrada por el art.
12 del Código?
No creo que ningún juez argentino se atreviera a declarar su nulidad,
en caso de contestación entre las partes, por no haberse realizado conforme
a la ley del lugar de celebración si era perfecto, en cuanto a las formas, de
acuerdo a la ley argentina.
Esta solución seria general, sin atenuaciones, aceptando el carácrer fa-
cultativo de la regla loa“ regit “tam, en virtud del articulo 14, inciso 4°;
y sería parcial, limitada a los casos de nulidad, aceptando el criterio que ve
en dicha disposiciónuna excepción taxativa a la regla del artículo 12.
Conclusión: la regla laca: regi: 4am está consagrada, en nuescro Có-
digo, con un carácter facultativo menudo.
x. Can-¡«utacnnaumaehnghﬂmnghm
El carácter imperativo de la regla Lam, que fue adoptada casi unáni-
memente por la jurisprudencia, la doctrina y la legislacióndel siglo XIX,
ha sufrido, sin embargo, en esta última, a partir de mediados de ese siglo,
y en la jurisprudencia un cambio, en el sentido que su caricrer facultativo
va acentuándose cada vez más.
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En Francia dominó el carácter imperativo en la jurisprudencia y en
el Cód. Napoleón.Aunque no se definieron las "formas" y por ello no se
consagróexplícitamentela regla locas, se la adoptóen los art. 47, 170 y 999,
que se refieren, el primero, a los actos de estado civil de los franceses y
de los extranjeros hechos en país extranjero y que se someten a las formas
usadas en ese país; el segundo, al matrimonio contraído en país extranjero
entre franceses y entre francés y extranjero .y que se somete en cuanto a
su validez, desde el punto de viSta de las formas, a las usadas en el pais
de celebración y, finalmente, en el tercero, relativo a' los testamentos, que
dispone que el francés que se encuentre en país extranjero podrá haCer sus
disposiciones testamentarias por aCto bajo firma privada (art. 970 que se
refiere al testamento olográfo), o por aCto auténtico, con las formas usadas
en el lugar en que el acto se realice.
Las razones que hicieron adoptar la regla locas (observación inmediata
de las mismas y conocimiento del lugar de Otorgamiento, así como el hecho
de que en rigor sólo se comprometíael interés de las partes), han perdido
fuerza en la doctrina contemporánea.Ella aseguraba a las partes que el con-
trato que ellas celebraban sería válido, en el lugar de celebración y en cual-
quier otro pais Como puede suceder que las partes apliquen una ley que cono-
cen ( la de su nacionalidad común, la de su domicilio común e incluso la del
lugar del cumplimiento de ia obligación), no hay inconveniente en reconocer
entonces. hasta por razones de seguridad en las transacciones, el caráccer fa-
cultaovo de la regla. (Baiffol Tr. élém. de Dr. I. Privé, ed. 1959, pág.
631-633.)
Carácter facultativo en el ¿eres/Ja positivo.
Art. 11 de la Ley de Introducción al Cód. Civil Alemán, de 1896: "La.
forma de un aCto jurídico es determinada por las leyes que rigen la relación
de derecho que forma el objeto del acto.
Es suficiente, sin embargo, la observación de las leyes en que el acto
se ha celebrado.
La prescripcióndel párrafo I pr. 2 no se aplica al acto jurídico por el
cual se establece un derecho sobre una cosa o se dispone de un derecho se-
mejante.
Art. 9 de las Disposíc. sobre publicat., interpreta. y aplicación de las
leyes en general (Código Civil Italiano de 1865): "La forma extrínseca de
los actos entre vivos y de última voluntad son determinadas por la ley del
lugar en que se han hecho. Sin embargo, es facultad del disponente o de los
contrayentes, seguir la forma de la ley nacional, siempre que ésta sea común
a todas las partes".
Cód, Civil Italiano de 1942. (las disposiciones sobre las leyes en gene-
ral y el Libro l, fueron promulgada en 1938)
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Art. 26 (De la diiporicione: preliminpmr).Ley reguladora de la foma
¿a lo: actor: "La forma de los acros entre vivos y de los aCtos de última vo-
luntad es regulada por la ley del lugar en que el acto se ha realiudo, o por
aquella que regula la susmncia del acto, o también por la ley nacional del
disponente o de aquéllade los contrayentes, si es común.»
1.a forma de publicidad de los actos de conscitución, de transmisión y
de extinción de los derechos sobre cosas escá regulada por la ley del lugar
en que la cosa Se encuentra".
Art. 180 del Cód. Bmhmante. "Se aplicaránsimultáneamente la ley del
lugar del contrato y la de su ejecución,a la necesidad de Otorgar escritura
o documento público para la eficacia de determinados convenios y a la de
hacerlos consrar por escrito”.
Art. 32 del Tr. de Der. Chi. Interna. de Mmaw'deo, de 1889: "La ley
del lugar donde los contratos deben cumplirse, decide si es necesario que se
hagan por escrito y la calidad del documento correspondiente".
l. .
Exa. art 39, con respecto a las formas de los instrumentos públicos,que
se rigen por la ley del lugar en que se otorgan. Los instrumentos privados,
por la ley del lugar del cumplimiento del contrato respectivo.
En el art. 36 del Tr. de Der. Civil Interna. ¿e Montevideo de 1940, se
dispone que "La ley que rige los actos jurídicos (art. 57 ley del lugar en
que los contratos deben cumplirse), decide sobre la calidad del documento
correspondiente. Y se agrega:
"Las formas y solemnidades de los aCtos jurídicos se rigen por la ley
del lugar en donde se celebran u otorgan. Los medios de publicidad, por la
ley de cada Estado". -
La disposiciónrelativa a la ley que regula las formas y solemnidades,
agregada al art. 36, ha hecho innecesario referirse especialmente a las for-
mas de los instrumentos públicos,(art. 39 del Tr. de 1889), por lo que no
hay artículo que se refiera especialmente a ellos; pero en definitiva no se
acepta el carácter facultativo.
En cambio, adopta el carácrer facultativo de la regla “locus. . .", la
"Convención, deﬁinada a regalar cierta: conflicto: de layer en materia de
letra: de cambio y billete: a la or ”, suscripta en Ginebra en 1930, con-
juntamente con la "Convención de Ley uniforme sobre letras de cambio y
billetes a la orden", que se firmó también en Ginebra, en 1930.
El art. 3 dice: “Ia forma de las obligaciones tomadas en materia de
letra de cambio y de billete a la orden es regulada por la ley del pais en
el territorio del cual esas obligaciones fueron suscriptas; "
e."
Sin embargo, si las obligaciones suscriptas sobre una l. de c. o un bi-
llete a la ordennosonválidassegúnlasdisposicionesdelpámfopre-
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cedente, pero ellas esrán de acuerdo con la legislación del Estado en que
un compromiso ulterior ha sido suscripto, la circunstancia que las primeras
obligaciones sean irregulares en cuanto a su ferma, no afecta la validez de la
obligación ulterior.
En el tercer apartada .re eJtablece el carácter facultativo de la regla "los
cus. . Dice así: "Cada una de las Altas Partes Contratantes tiene la fa-
cultad de prescribir que las obligaciones tomadas en materia de letras de
cambio y de billetes a la orden en el extranjero, por _uno de sus súbditos,
serán validas con respecto a otro de sus súbditos sobre su territorio, a con-
dición que ellas se hayan tomado en la forma prescripta por la ley nacional".
La iarírpmdencía francesa que antes se había pronunciado por el carác-
ter imperativo de la regla "locus. . .", a partir de una célebre sentencia de
la Corte de Casación del 20 de julio de 1909, ha aceptado el carácter facul-
tativo. La decisión se tomó en materia de testamentos, pero hay acuerdo
en extenderla, generalmente, al conjunto de los actos jurídicos y especial-
mente a los contratos. (Ver Batiffol, op. cit., pág, 633, par. 581). Debe
adararse que la jurisprudencia no ha previsro más que la posibilidad de
sustituir por las formas de la ley nacional las del lugar en que el testamento
se hubiera redactado.
En esto habría coincidencia con las disposiciones pertinentes del Cód.
Civil Italiano de 1865 y el de 1942 -(Tít. preliminar).
Conviene recordar que el art. 11 de la Ley de Intr. al Cód. Civil Alemán,
aplica la ley de la situación, a los contratos creadores de derechos reales.
Gran Bretaña, "Will: Act. de 1861. Esta ley se dictó para remediar la
situación de los tesradores de. nacionalidad británica domiciliados en el ex-
tranjero. Ella. les permite elegir entre varios sistemas de derecho para la for-
ma de su testamento. La ley fué inspirada por el affau're "Bremer v. Free-man”, en el cual el "Judicial Committee of the Privy Council” había consi-
derado como nulo el testamento hecho según la forma inglesa por una tes-
tadora británica domiciliada en Francia. (Aspecto: filosófico:del derecho ¿n-
uma'onal privado inglés, por R. H. Graveson, en "Revue critique de Dr.
International privé; año 1962, pág. 397, especialmente pág. 403).
El Instituto de Derecho Internacional, en su sesión de Lausanna, de 1927
incorporó la regla laca: regir actum a las disposiciones aceptadas en Derecho
Internacional Privado.
XL-Jm'ispmdenda.
CAMARAS EN LO CIVIL DE LA CAPITAL
Fallos. T. 2, P. 252.- S de noviembre de 1883.
Impuesto de ¡ellos
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El sello que corresponde a los actos,,contratos, documentos u obligacio-
nes ororgados en país extranjero y que deban ejecutarse, pagarse o producir
efecto fuera y dentro del territorio de la nación, no es el que corresponde
al valor toral de ellos, sino sólo a la cantidad o valor que haya de pague
o hasta cuya concurrencia hayan de producir efectos en la República.
Fallos, T. 13, P. 17.— 18 de Febrero de 1888.
Nulidad de 1m Mo público.
1.a nulidad de los instrumentos públicosdebe juzgarse con arreglo a las
leyes del país de su Otorgamiento.
Fallos, T. 17, P. 357.- 28 de junio de 1889.
Matrimonio celebrado ante cómvd extranjero.
Los tribunales argentinos no pueden dar por válido un matrimonio ci-
vil celebrado ante un cónsul extranjero, aún cuando a. la época de su cele-
bración no existiere autoridad de la religión que profesaban los cónyuges.
Fallos, T. 77, P. 270. — S de diciembre de 1895.
Poder — Premiación da .m validez.
1.a excepción de falta de personeríapor deficiencias en el poder otor-
gado en pais extranjero, debe rechanrse si el excepcionante 'no justifica la
violación de formas establecidas por las leyes del país en que fué Otorgado.
Fallos, T. 143, P. 94. — 12 de junio de 1902.
Poder otorgado en el extranjero.
El instrumento de mandato debe juzgarse, en cuanto a su forma, por
las leyes del país en que ha sido conferido.
Fallos, T. 165. P. 232. — 7 de julio de 1904.
[intrumento privado — Protocoh'zación.
Para reducir a escritura pública un contrato de donación de un inmue-
ble hecho por instrumenme privado, es indispensable que éste se presente
tm el juicio en que tal escrituración se demande; el testimonio de su prom-
colización en el extranjero .no puede ser tenido en cuenta.
Fallos, T. 172, P. 337. — 6 de junio de 1905.
Tarima” ológrafo.
Si el testamento ológrafo ha sido otorgado y protocolindo en país ez-
tranjero, no puede exigirse la presentacióndel original para deducir acción
de falsedad,
I
Fallos, Serie II, T. 8, P. 225. — 16 de noviembre de 1909.
Testamento amado.
Para que pueda tramitarse como tesmmentario 'el juicio sucesntiodel
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fallecido en país excranjero, debe presentarse el original del testamento
cerrado; no basta testimonio de su prorocolización(revocado por la S. C.
en 20 de agosto de 1910).
'
Jurisprudencia argentina. T. 3, P. 217.- 12 de abril de 1919.
(Cámara Civil 1’ de la Capital).
Escritura pública.
La escritura de transmisión hecha en Francia debe contener la referen-
cia del norario a los antecedentes o documentos que habilitaban a los com-
parecientes para la operaciónque realizaban.
Gaceta del Foro, T. 36, P. 199. —- 25 de Agosto de 1921.
(Cámara Civil 2')
La ley manda —art. 950 Cód. Civ.— que respecto a las formas y so-
lemnidades de los actos jurídicos,su validez o nulidad será juzgada por las
leyes y usos del lugar en que los actos se realizaron; principio consagrado
en el art. 12 Cód. Civ.
Gaceta del Foro, T. 43, P. 229. — 21 de marzo de 1923.
(Cámara Civil ll)
Testamento ológmfo protocolizado en el extranjero.
Procede la apertura del juicio tescamentario presentándosela protocoli-
zación del tesramento ológrafo ordenada en el extranjero y que fue Otorgado
de acuerdo a las leyes del país.
CAMARA EN LO COMERCIAL DE LA CAPITAL
Fallos, T. 3, P. 188. — 18 de noviembre de 1882.
Poder — Premnción de .m validez.
Ia personería invocada con arreglo a un mandato otorgado en el ex-
tranjero, no puede ser desconocida mientras no se justifique que el ins-
trumento no llena las formas exigidas por la ley del lugar cn que se hu-
biere otorgado.
Fallos, T. 7, P. 240. — 18 de abril de 1887.
Poder otorgado en el extranjero.
Ia validez o nulidad de un instrumento público otorgado en el extran-
jero debe juzgarse con arreglo a las formas que prescriben las leyes del país
en que fue Otorgado,
Fallos, T. 8, P. 310. — 12 de octubre de 1887.
Poder otorgado en el extranjero.
La formas que la ley establece para los instrummtos públicos,no son
obligatorias para los otorgados en el extranjero.
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Fallos, T. 22, P. 322. — 24 de marzo de 1892.
Poder — Ley que rige .m validez.
Los poderes ororgados en el extranjero no pueden ser juzgados respecro
a su nulidad o validez por las disposiciones del Código CiviL
La falta material de tiempo me impide hacer el comentario razonado
de eSta Jurisprudencia, tan uniforme, por otra parte. Si hubiéramos de dar
una impresión de conjunto diríamos que aparte de los considerandos de
algunas sentencias, a veces interesantes, dicha jurisprudencia, tan acorde en
el reconocimiento de la regla laca: regit «tm, no brilla por la originalidad
de sus mativos. En términos generales, se limita a constatar su consagración
por el Código o las leyes especiales, sin tratar de dar los fundamentos de su
adopción en cada caso concreto. Buscando encontrar las razones sobre las
cuales se apoyan esos fallos, asombra no encontrar más que afirmaciones; la
autoridad dc la máxima parece dispensarles de una explicación,y todos los
problemas interesantes esbozados en el curso de este trabajo, que debiera
constituir otras tantas dificultades a resolver, se diluyen en la desesperante
uniformidad de las sentencias.
